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I. INTRODUCCION

El problema de la efectividad y la eficacia del Estado y de su or-
denamiehto no es nuevo para la ciencia juridica. Ocurre que hoy se
plantea en términos radicalmente novedosos, distintos de los tradicio-
nales, como consecuencia de la trascendencia que ha pasado a tener,
en el momento actual, la realidad, el ser. La exigencia de la consecu-
cién de efectos, resultados tangibles y reales, ocupa, asi, un primer pla-
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no, por la prevalencia de lo que se denomina, sin gran precisién ter-
minoldgica y dando a los conceptos pricticamente una significacion
equivalente, eficacia, efectividad, eficiencia o productividad; en defi-
nitiva, de la valoracién de las acciones humanas (individuales o colec-
tivas) desde su efecto y con una perspectiva basicamente cuantitativa
y mensurable y, por ello, comparativa y relativa.

En el Estado liberal de Derecho la cuestion de la eficacia se agota
en la clasica de la eficacia juridica de su ordenamiento: al pretender
solo ordenar externamente la vida social, cuyo funcionamiento respon-
dia a la 16gica de sus propios impulsos esponténeos y, por tanto, a la
idea de bienestar como resultado de la suma de las opciones indivi-
duales de desarrollo de la propia personalidad, le bastaba para ser efec-
tivo con alcanzar el necesario umbral de adecuacién real al mismo de
los comportamientos. Si la imbricacién y el compromiso sociales pro-
pios del activismo del Estado social cred, desde el principio, las con-
diciones para un planteamiento distinto de la misma cuestién, ya des-
de el prisma del cumplimiento de fines y la realizacién de objetivos de-
terminados, la bonanza de la coyuntura econémica y la consecuente dis-
posicién por el Estado de suficientes recursos para atender a la conti-
nua expansioén de sus responsabilidades y cometidos vel6 su importan-
cia e impidi6 que se le prestara una atencién prioritaria o, siquiera, des-
tacada. Sélo el cuestionamiento del modelo, la quiebra de la confianza
en su capacidad para asegurar no ya una continuada mejora, sino in-
cluso una adecuada y permanente satisfacciéon del bienestar colectivo,
es decir, dirigir los procesos y configurar positivamente las condicio-
nes de vida sociales, provocados por profundas y aceleradas transfor-
maciones politicas, culturales, sociales y econémicas (conducentes a la
entronizacién del cambio) y actualizados y agudizados por la crisis eco-
némica de alcance internacional instalada en la década de los afios se-
tenta, han reactivado aquellas condiciones y hecho saltar a un primer
plano la repetida cuestién en su nueva dimension relativa al efecto real
de la accién estatal, enjuiciado a la luz de los fines, los objetivos y los
medios disponibles. No basta ahora ya al Estado la legitimacién que
le presta el origen democritico del poder, ni la derivada de la efecti-
vidad (en términos tradicionales) de su mando sobre los ciudadanos:
le es preciso justificarse permanentemente en la adecuada utilizacién
de los medios puestos a su disposicién y la obtencién de resultados rea-
les, es decir, necesita la legitimacién que proviene de la eficacia en la
resolucién de los problemas sociales.

El Estado se encuentra, asi, enfrentado a un reto de adaptacién a
la realidad social, que demanda una racionalidad estatal distinta a la
vigente y formalizada y que es la que el Estado sigue encarnando y
representando. En este proceso de adaptacién, en el que nos encon-
tramos inmersos, conviven atin lo establecido y lo que pugna por es-
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tablecerse, siendo inevitable (como en todo proceso de transiciéon) un
cierto grado de confusién. Existe, sin embargo, un poderoso factor de
distorsién, derivado de la combinacién de la lentitud en la reconstruc-
cién del sistema estatal (fuertemente lastrado por la inercia de los es-
quemas y categorias en que se ha ido descantando el Estado de Dere-
cho primero y el Estado social de Derecho después), de un lado, y la
dinamicidad de la evolucién econémico-social, acompafiada de una
apreciable revitalizacién de los valores ligados a la dignidad de la per-
sona y la libertad en el desarrollo de su personalidad, incluso en la di-
mensién econémico-patrimonial, de otro.

Se explica asi el deterioro continuo del prestigio de la cultura de
lo puablico, especialmente de la formalizada juridicamente (experimen-
tada como rigida, lenta e inadecuada; en definitiva, hostil a la efica-
cia), frente al creciente prestigio del sistema privado (percibido como
eficaz, por 4gil, flexible, capaz de responder y amoldarse inmediata-
mente a los cambios) y, por ende, el progresivo afianzamiento de la
légica de este tltimo, determinada absolutamente por la economia (cla-
ve del momento), como pardmetro de referencia y medida. En este con-
texto, el Estado social resulta sometido a una doble tensién (en la do-
ble condicién de poder y agente econémico, desarrollada por el mis-
mo): en cuanto agente econdmico, la derivada de su exposicién a una
directa y plena comparacién con el sector privado de la economia, que
se viene saldando con la racionalizacién y el saneamiento del sector pu-
blico, cuando no con la privatizacién del mismo; en cuanto poder, la
resultante de la presién critica, constante y creciente, de la misma so-
ciedad sobre su organizacién y funcionamiento, que viene dando lugar
—entre otros fenémenos quizd menos llamativos— a reconsideracio-
nes de la funcién estatal de ordenacién social como la que supone la
llamada «desregulacién» y al surgimiento de nuevas formas tanto de
organizacién como de accién publicas.

El resultado provisional del proceso que queda, muy sumariamen-
te, descrito es una situacién de desconcierto, en la que —faltando atin
un esquema, orden o modelo estatal alternativo— la adaptacién del Es-
tado se va produciendo, fragmentaria y asistemiticamente, al hilo de
la reaccién frente a los problemas y con expansién, en todo caso, del
paradigma privado (de naturaleza econémica) hasta el reducto nuclear
del Estado-poder. Empleando extensivamente las grificas expresiones
acufiadas por J. CHEVALLIER y D. LOSCHAK (1), la «racionalidad juridi-
ca» va cediendo terreno en todo el Estado a la «racionalidad manage-
tial». Tanto o, incluso, mas que la correccién juridica de la accién es-
tatal importa su «eficaz» gestién, sus resultados reales o ficticos me-

(1) J. CHEVALIER y D. LOSCHAK, Rationalité juridique et rationalité managériale dans la Ad-
ministration francaise.
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didos en términos de eficacia. Como es obvio, esto afecta con especial
intensidad a la manifestacidn interna, constante y regular, del Estado,
al instrumento por excelencia de éste para su accién de ejecucién del
ordenamiento y de configuracién de las condiciones de vida social, es
decir, a la Administracién publica.

En modo alguno, pues, puede considerarse casual y si sumamente
significativo que en nuestra Constitucién la preocupacién por la efec-
tividad o la eficacia de la accién de los poderes publicos, en el sentido
actual de estos términos (como exigencia de materializacién, en la
realidad de los hechos, de los fines u objetivos a que dicha accién sir-
ve), esté presente y aflore a lo largo de todo su texto. Sin animo de
exhaustividad cabe citar los siguientes ejemplos bien ilustrativos: la im-
posicién a los poderes piblicos del deber de conseguir que la libertad
y la igualdad de los ciudadanos y de los grupos en los que éstos se in-
tegran sean reales y efectivas (art. 9.2 CE); la determinacién del con-
tenido del derecho fundamental a la tutela judicial en términos de tu-
tela judicial efectiva (art. 24.1); la fijacién de los criterios de eficiencia
y economia como bases de la programacién y ejecucién del gasto pu-
blico (art. 31.2 CE); el establecimiento del deber de asegurar la parti-
cipacién eficaz de la juventud en el desarrollo politico, social, econé-
mico y cultural (art. 48 CE); la asignacién al poder pablico de la res-
ponsabilidad de proteger, mediante procedimientos eficaces, la seguri-
dad, la salud y los intereses econémicos de los consumidores (art. 51
CE) o de promover eficazmente las formas de participacién en la em-
presa (art. 129.1 CE); la garantia por el Estado de la realizacién efec-
tiva del principio de solidaridad consagrado en el articulo 2 (art. 138.1
CE); y, desde luego, la inclusién entre los principios de la actuacién
de la Administracién publica del de eficacia (art. 103.1 CE).

Es de notar, en la misma linea, el contraste de esta preocupacién
evidente del texto constitucional con el silencio total que sobre este
punto guarda la Ley Fundamental de Bonn de 1949, inspiracién clara
de nuestro constituyente en punto precisamente a la fé6rmula del Es-
tado social, cuya relacién con la eficacia de la accién estatal es tan es-
trecha, como ha venido a reconocer rotundamente el Tribunal Cons-
titucional, al sefialar que «si la Constitucién proclama expresamente
en su articulo 1.1 que Espafia se constituye en un Estado social y de-
mocratico de Derecho, una de sus consecuencias es, sin duda, la plas-
macion real de sus valores en una organizacién que, legitimada demo-
criticamente, asegure la eficacia en la resolucién de los conflictos so-
ciales y la satisfaccién de las necesidades de la colectividad, para lo
que debe garantizarse la existencia de unas Administraciones publicas
capaces de cumplir los valores y los principios consagrados constitu-
cionalmente» (STC 178/1989, de 2 de noviembre, FJ 3). Justamente
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por ello, la doctrina alemana (2) ha podido hacerse cuestién de la exis-
tencia misma en su Derecho piblico de un principio general de la efi-
ciencia o de la eficacia, con resultados mas bien negativos.

En nuestro ordenamiento y en virtud de su misma norma funda-
mental, la cuestién de la eficacia estatal y, mis concretamente, admi-
nistrativa es una cuestion de estricto Derecho positivo, que, como tal,
exige una respuesta precisa y satisfactoria, concretamente en punto a
su condicién de estricto principio juridico y el contenido y alcance de
éste. Las reflexiones que siguen pretenden ser una contribucién a la
clarificacién de esta cuestién, hasta hoy escasa y deficientemente abor-
dada por la ciencia juridico-administrativa, a pesar de su planteamien-
to por las previsiones que, en este orden de cosas, contiene la Ley de
Procedimiento Administrativo, que data de 1958.

A tal fin, conviene partir de la indispensable precision del signifi-
cado general y previo que se atribuye al concepto de que aqui se trata
(eficacia o eficiencia). Teniendo en cuenta el que mayoritariamente se
le asigna en la economia y en la ciencia de la Administracién, la efica-
cia alude a la efectiva consecucién de objetivos prefijados, pudiendo
diferenciarse diversos tipos de eficacia en funcién tanto de la natura-
leza de los objetivos (determinados normativamente o en virtud de cri-
terios econdémicos o técnicos) como de las formas de la consecucién
de éstos (celeridad, intensidad, sistematicidad). La eficiencia puede de-
finirse como subespecie de la eficacia, que incorpora la perspectiva de
la relacién medios-objetivos para prescribir el grado 6ptimo de la mis-
ma, siendo posible también diferenciar tipos de eficiencia segtin el cri-
terio material que se emplee para la fijacién de la relacién Sptima.

Hechas estas precisiones terminoldgicas previas, el primer proble-
ma que plantea la consagracién constitucional de la eficacia como prin-
cipio de la actuacién de la Administracién es el de su misma eficacia
juridica, es decir, el de la posibilidad de su normatividad, de su ver-
dadera condicién de principio juridico. No se trata de un problema pu-
ramente tedrico o académico, pues a pesar de la normatividad —per-
fectamente establecida hoy— predicable por entero de nuestro texto
constitucional vigente, no faltan opiniones doctrinales que niegan con-
cretamente al principio de eficacia proclamado en el articulo 103.1 del
mismo dicha condicién (3). De otro lado, la Ley de Procedimiento Ad-

(2) W. LEISNER, Effizienz als Rechtsprinzip, Tubinga, 1971, Ed. J. C. B. Mohr (Paul Sie-
beck), Coleccién Recht und Staat in Geschichte und Gegenwart, niims. 402-403.

(3) En este sentido F. GARRIDO FALLA, comentario al art. 103, en Comentarios a la Cons-
titucion, dirigidos por dicho autor, Ed. Civitas, Madrid 1985, p. 1426; M. BAENA DEL ALCAZAR,
«Articulo 103. La organizacidn y la funcién puablica», en Comentarios a las Leyes Politicas, diti-
gidos por O. ALzAGA VILLAAMIL, Ed. EDERSA, Madrid 1985, p. 272, y Escuin PALOP, «La Ad-
ministracién del Estado en la Constitucién», en Estudios sobre la Constitucion espafiola de 1978,
Ed. Universidad de Valencia, Valencia, 1980, p. 286.

En contraste, la eficacia y 1a eficiencia son objeto, si no frecuente, de normal atencién en
la doctrina extranjera de nuestro entorno inmediato. Aparte la literatura francesa —mds conoci-
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ministrativo de 1958 emplea la eficacia no sélo en su significacién de
efectividad de la actuacién administrativa en la producciéon de deter-
minados resultados (art. 29.1), sino también en este propio de la efi-
cacia juridica (seccién 2.* —«Eficacia»— del capitulo II —«Actos en
general»— de su titulo IIT —«Actuacién administrativa»—; arts. 44 y
sigs.).

II. EFICACIA JURIDICA Y PRINCIPIO
DE EFICACIA DE LA ACTUACION
DE LA ADMINISTRACION PUBLICA

1. El origen y los antecedentes legislativos del principio

En el Anteproyecto de Constitucién elaborado por la Ponencia de-
signada al efecto en el seno de la Comisién Constitucional provisional
(creada por acuerdo del Congreso de los Diputados del dia 27 de julio
de 1977) no figuraba referencia alguna a la eficacia en la regulacién
especifica de la Administracién publica. Su articulo 101 se limitaba a
disponer la ordenacién de la Administracién de acuerdo con los prin-
cipios de descentralizacién y desconcentracién y su actuacién de for-
ma coordinada para el cumplimiento de sus funciones (4). Su intro-
duccién se propone por un voto particular formulado a dicho Ante-
proyecto por el Grupo Parlamentario Socialistas del Congreso (5).

En la tramitacién ante la Comisién de Asuntos Constitucionales y
Libertades Puablicas del Congreso de los Diputados se formulan en-
miendas a favor (las del sefior Letamendia Belzunce, Grupo Parlamen-
tario Mixto y Grupo Parlamentario Vasco) y en contra (las del sefor
Lépez Rodé y del Grupo Parlamentario de UCD) (6) de la consagra-

da— y la alemana ya ciatadas en las notas precedentes, cabe indicar para Italia y a titulo de ejem-
plo: R. BETTINI, «II principio d’efficienza in scienza dell’ Amministrazione», Ed. Dott. A. Giuf-
fre, Milan, 1968, y del mismo autor también, «Il circolo vizioso legislativo, efficacia del diritto
ed efficienza degli apparati pubblici in Italia», Ed. Franco Angeli, Milin, 1983.

(4) El nam. 1 del precepto rezaba literalmente asi: «La Administracién publica se ordena
de acuerdo con los principios de descentralizacién y desconcentracién y actiia coordinamente
para el cumplimiento de sus funciones en los respectivos dmbitos territoriales de su competen-
cia.» La transcripcién se hace del texto publicado en Constitucion espasiola. Trabajos parlamen-
tarios, elaborado por F. SAINZ MORENO, Servicio de Estudios y Publicaciones de las Cortes Ge-
nerales, Ed. Cortes Generales, Madrid, 1980, vol. I, p. 24.

(5) El voto particular rezaba asi: «La Administracién puablica sirve a los fines colectivos
sometida a la Ley y al Derecho, actiia coordinadamente en el cumplimiento de sus funciones y
se ordena sobre los criterios de eficacia y objetividad. El gobierno responde de la observancia
de estos principios, sin perjuicio de la autonomia de las esferas administrativas descentralizadas
y de los territorios auténomos.» Texto tomado de Constitucion espariola. Trabajos parlamenta-
rios, op. cit., vol. I, p. 56.

(6) La del sefior Letamendia era de adhesion gl voto particular del Grupo Socialistas del
Congreso, al igual que la del Grupo Parlamentario Mixto. La del Grupo Parlamentario Vasco
proponia el siguiente texto: «La Administracién piblica se ordenari de acuerdo con los princi-

DA-1989, nims. 218-219. LUCIANO PAREJO ALFONSO. La eficacia como principio juridico de la ...



DA-1989, nims. 218-219. LUCIANO PAREJO ALFONSO. La eficacia como principio juridico de la ...

La eficacia como principio juridico 21

cién del principio, no recogiéndose en el informe de la Ponencia —en
el que el articulo correspondiente pasa a ser el nimero 95—, pero in-
troduciéndose, pricticamente sin debate, en el dictamen de la Comi-
sion —en el que dicho articulo es ya el 96—, queda finalmente reco-
gido. Y el texto acordado por la Comisién es aprobado, sin discusién
y en este punto, por el Pleno del Congreso de los Diputados.

De entre las enmiendas presentadas ante la Comisién de Constitu-
cién del Senado merecen ser destacadas, aparte una del Grupo de Pro-
gresistas y Socialistas Independientes proponiendo la supresién del ni-
mero 1 del articulo 96 (en el que aparecia el principio), las deducidas
por el sefior Martin-Retortillo Baquer y el Grupo Agrupacién Inde-
pendiente (7). La primera, después de referir la ejecucién de la ley y
la prestacién de los servicios piiblicos a los fines impuestos por la Cons-
titucién y las leyes, determinaba la realizacién por la Administracién
de tales cometidos bajo los principios, entre otros, de diligencia y efi-
cacia. El texto de la segunda se asemejaba mucho a la antetior y res-
pondia desde luego a idéntico espiritu. Ninguna de las dos resultan,
sin embargo, asumidas y el precepto queda aprobado tal como lo ha-
bia establecido el Congreso (con el niimero, ahora, 102), sin que el de-
bate en el Senado diera lugar a discusién de fondo destacable sobre el
principio.

De este modo la eficacia queda consagrada como principio de la
actuacién de la Administracion publica, en el que finalmente es el ar-
ticulo 103.1 del texto constitucional, tras las modificaciones experi-
mentadas por éste a lo largo de la ulterior tramitacién parlamentaria
hasta su aprobacién definitiva.

pios de descentralizacién y desconcentracion, effcacia y objetividad, sirve a los fines colectivos
sometida a la ley y al Derecho, y actiia coordinadamente, para el cumplimiento de sus funciones,
en los respectivos ambitos territoriales de su competencia.»

De otro lado, la enmienda del Grupo Parlamentario de UCD sugeria la siguiente redaccién:
«La Administracién piblica se inspirard, en cuanto a su organizacién y funcionamiento, en prin-
cipios de descentralizacién y desconcentracién y actuara coordinadamente para el cumplimiento
de sus funciones en los respectivos dmbitos territoriales de su competencia.» Finalmente, y por
su parte, el sefior Lépez Rodé solicité que el texto quedase asi: «La Administracién del Estado
se ordena de acuerdo con los principios de jerarquia, descentralizacién y desconcentracién y ac-
tia coordinadamente con las demis Administraciones piblicas para el cumplimiento de sus res-
pectivas funciones.»

Todas las citas se toman de Constitucién espasiola. Trabajos parlamentarios, op. cit., vol. 1,
pp. 168, 342, 375-376, 496 y 408, respectivamente.

(7) La enmienda del sefior Martin-Retortillo Baquer era del siguiente tenor literal: «La Ad-
ministracién, como organizacién de servicio a la comunidad y a los ciudadanos que la integran,
lleva a ejecuci6n la ley y presta y asegura los servicios publicos exigidos para el cumplimiento de
los fines que esta Constitucién y las leyes imponen, bajo los principios de diligencia, acercamien-
to al administrado, imparcialidad y eficacia y de sometimiento pleno a la ley y al Derecho.» Por
su parte, el Grupo Agrupacién Independiente propuso un texto pricticamente igual al anterior,
en el que se suprimia sélo la referencia al principio de acercamiento a los ciudadanos. Ambas
figuran en Constitucion espariola. Trabajos parlamentarios, op. cit., vol. Il, pp. 2668 y 2996,
respectivamente.
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Los trabajos parlamentarios de las Cortes constituyentes no sumi-
nistran ciertamente abundantes elementos interpretativos de la volun-
tas legislatoris. Pero de ellos cabe inferir con seguridad:

a) Una opcién expresa por imponer a la actuacién administrativa
la regla de la eficacia, obediente, por tanto, a la conviccién de la in-
suficiencia de la exigencia general al respecto implicita de suyo en la
prevision de la organizacién administrativa como instrumento servicial
de la ejecucién de las leyes y la prestacién de los servicios piblicos.
Ninguna duda puede caber al respecto: la eficacia no figuraba en el
texto de Anteproyecto y se introduce en la norma fundamental luego
en virtud de una enmienda dirigida derechamente a tal fin; luego, la
consagracién o no del principio continda siendo cuestién presente a
lo largo de pricticamente todo el iter procedimental: mas adn, la ex-
presa previsién del principio se enmarca en un contexto general de
preocupacién por enfatizar la efectividad y la eficacia de las determi-
naciones y los mecanismos constitucionales previstos.

b) Una concepcién, al menos en este punto, de la eficacia como
alusiva al efecto producido en la realidad, en términos de consecucién
de fines legales, en particular de prestacién de servicios publicos. El
texto constitucional mismo, en su propia literalidad, y las enmiendas
deducidas a lo largo de su elaboracién, son concluyentes al respecto.

La conclusién que del anilisis de los materiales legislativos produ-
cidos con ocasién de la elaboracién del texto constitucional cabe ex-
traer no puede ser otra, consecuentemente, que la de la proclamacién
en el articulo 103.1 de la eficacia como un principio de contenido es-
pecifico y de caricter juridico que, junto con los restantes previstos en
dicho precepto, definen el estatuto constitucional de la actuacién de
la Administracién publica, es decir, del conjunto de las Administracio-
nes publicas.

2. El principio en la jurisprudencia constitucional

El Tribunal Constitucional tiene admitido, con entera naturalidad
y sin hacerse problema de ello, la naturaleza juridica del principio de
eficacia referido a la Administracién publica: SsTC 22/1984, de 17 de
febrero (FJ 4: «... el articulo 103 reconoce como uno de los principios
a los que la Administracién publica ha de atenerse el de eficacia con
sometimiento pleno a la ley y al Derecho»); 27/1987, de 27 de febrero
[F] 2: «... el principio de eficacia administrativa (art. 103.1 de la CE),
que debe predicarse no sélo de cada Administracién publica, sino del
entero entramado de los servicios publicos, permite(n), cuando no im-
pone(n) al legislador...»], y, sobre todo, 178/1989, de 2 de noviembre
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(FJ 3: «...un principio esencial, sancionado constitucionalmente en el
art. 103.1 de la propia Carta fundamental, que debe presidir, junto con
otros que ahora no hacen al caso, toda actuacién de la Administracion
publica... el principio de eficacia», y mas adelante: «Si resulta que no
sélo la imparcialidad, sino también la eficacia, es un principio, sancio-
nado en el mismo precepto constitucional, aunque en otro apartado,
que ha de presidir la organizacién y la actividad de la Administracion
publica, el legislador puede tenerlo perfectamente en cuenta a la hora
de disefiar el régimen o sistemas de incompatibilidades, extrayendo del
mismo todas sus consecuencias»).

El contenido y alcance del principio juridico-constitucional asi re-
conocido y afirmado se perfilan en la doctrina sentada por la jurispru-
dencia constitucional en los siguientes términos fundamentales:

a) El principio consagra un bien o interés juridico integrado en
el orden constitucional material de valores y principios, incluidos los
superiores; integracién en la que juega una funcidn servicial dirigida a
asegurar el cumplimiento o realizacién reales y efectivos de dicho’
orden.

Es rotunda a este respecto la STC 178/1989, de 2 de noviembre,
en su FJ 3: «Si la Constitucién proclama expresamente en su articu-
lo 1.1, que Espafia se constituye en un Estado social y democritico de
Derecho, una de sus consecuencias es, sin duda, la plasmacién real de
sus valores en una organizacién que, legitimada democriticamente, ase-
gure la eficacia en la resolucién de los conflictos sociales y la satisfac-
cién de las necesidades de la colectividad, para lo que debe garanti-
zarse la existencia de unas Administraciones publicas capaces de cum-
plir los valores y los principios consagrados constitucionalmente.» In-
cidentalmente debe llamarse la atencién sobre el hecho de que aqui la
sentencia alude a la relacién del principio estudiado con la eficacia ju-
ridica del Estado mismo en su conjunto.

Justamente en funcién de su integracién en el orden constitucional
de valores, el principio de eficacia suscita el problema de su relacién
con los restantes elementos del mismo y, por tanto, de su posicién en
él, con los limites que ello imponga a su juego. Esta cuestién ha sido
frontalmente abordada en el voto particular formulado por cinco Ma-
gistrados (8) a la sentencia 75/1983, de 3 de agosto. Se dice textual-
mente en ese voto particular: «... aunque la eficacia de la Administra-
cién es un bien constitucionalmente protegido por el articulo 103.1,
tal principio es de rango inferior a la igualdad, que es no sélo un de-
recho individual de los espafioles protegible, incluso por via de ampa-

(8) Se trata de los magistrados dofia Gloria Begué Cantén, don Luis Diez-Picazo y Ponce
de Ledn, don Francisco Tomas y Valiente, don Rafael Gémez-Ferrer Morant y don Antonio Tru-
yol Serra.
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ro (arts. 14 y 53.2 de la CE), sino un principio al que estd sometido
el legislador (arts. 14 y 9.1 de la CE), e incluso un “valor superior” del
ordenamiento (art. 1.1 de la CE) ante el cual deben ceder otros de ran-
go inferior, pues es indudable que no puede buscarse la eficacia de la
Administracién con medidas legislativas que atenten, como ocurre con
la ahora enjuiciada, contra la igualdad de los ciudadanos, aparte de
que desconocen el articulo 14 de la Constitucién, pues las mentadas
razones de organizacién no son peculiares de ese Ayuntamiento —se
trataba de las condiciones para la provisién de una plaza funcionarial
en el Ayuntamiento de Barcelona—, y por otra parte no determinan
la necesaria proporcionalidad entre los fines que se tratan de obtener
y la lesién del derecho a la igualdad que producen».

b) El principio tiene contenido amplio, capaz de permitir diver-
sas opciones legislativas, por lo que su concrecién queda remitida al
legislador en el curso del proceso de desarrollo de la norma fun-
damental.

En este sentido SsTC 22/1984, de 17 de febrero (FJ 4: «Significa
ello —el reconocimiento del principio— una remisién a la decisién del
legislador ordinario respecto a aquellas normas, medios o instrumen-
tos en que se concrete la consagracién de la eficacia») y 178/1989, de
2 de noviembre [FJ 3: «... el legislador puede tenerlo perfectamente en
cuenta —el principio de eficacia— a la hora de disefiar el régimen o
sistema de incompatibilidades, extrayendo del mismo todas sus conse-
cuencias»; y luego FJ 5: «La libertad de conformacién del legislador
en lo que respecta al régimen de incompatibilidades —en el que estd
implicado, segtin el propio Tribunal, el principio de eficacia— de los
empleados publicos es, por lo demis, muy amplia, de modo que, siem-
pre que aquél respete los principios que se derivan de la Constitucién,
puede optar por muy variadas soluciones, que iran, en funcién de cri-
terios exclusivamente politicos, de un modelo muy estricto a otro mis
laxo, dependiendo de cuil sea la orientacién de la mayoria parlamen-
taria que sustente la Ley en cuestiéon (vid. SsTC 86/1982, 28/1983,
76/1983, 6/1985, 108/1986 y 134/1987)»].

¢) El principio se traduce en cualquier forma en un deber juridi-
co a cargo de la Administracién publica, de todas y cada una de las
Administraciones publicas. La STC 178/1989, de 2 de noviembre
(FJ 3), afirma rotundamente que dicho principio de eficacia «... es, ade-
mi4s, un mandato para la Administracién, en la medida en que ésta ha
de actuar “de acuerdo” con él (art. 103.1 CE)».

d) El contenido del principio de eficacia alcanza ex Constitutio-
ne, en todo caso, a los siguientes aspectos:

— La organizacién misma de la Administracién, incluida la de sus
medios personales, es decir, del estatuto de los empleados piblicos.
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La STC 178/1989, de 2 de noviembre, asi lo entiende, en la medida

- en que una organizacién adecuada a la eficacia es presupuesto y con-
ditio sine qua non de la eficacia de la actuacién administrativa. En su
fundamento juridico 3 afirma, en efecto, que el principio «... debe pre-
sidir, como es obvio, lo que es previo a la actividad administrativa, la
organizacién y, en consecuenica, el aparato burocritico o, dicho de
otro modo, el régimen de la funcién publica, entendida ésta en senti-
do amplio».

— El régimen juridico determinante del estatuto general de la ac-
cién de la Administracién en cuanto poder publico y, concretamente,
las potestades generales de la misma atribuidas. Como sefiala la
STC 22/1984, de 17 de febrero (FJ 4), entre los medios e instrumen-
tos en los que el legislador puede concretar el principio de eficacia
«... no cabe duda de que se puede encontrar la potestad de autotutela
o de autoejecucién practicable genéricamente por cualquier Adminis-
tracién publica con arreglo al articulo 103 de la Constitucién y por
ende puede ser ejercida por las autoridades municipales, pues, aun
cuando el articulo 140 de la Constitucién establece la autonomia de
los Municipios, la Administracién municipal es una Administracién pu-
blica en el sentido del antes referido articulo 103» (8 bis).

— Esta altima apreciacién lleva de la mano a la extensién del 4m-
bito del principio m4s alld de la organizacién y la accién de cada una
de las Administraciones individual e independientemente considera-
das, para extenderse al entero poder publico administrativo, al con-
junto de las Administraciones como sistema. Pues, asi razona la
STC 27/1987, de 27 de febrero (FJ 2), «... la unidad misma del siste-
ma en su conjunto, en el que las diferentes entidades auténomas se in-
tegran, asi como el principio de eficacia administrativa (art. 103.1 de
la CE), que debe predicarse no sélo de cada Administracién ptblica,
sino del entero entramado de los servicios publicos, permiten, cuando
no imponen, al legislador establecer f6rmulas y cauces de relacién en-
tre unas y otras Administraciones locales y de todas ellas con el Esta-
do y las Comunidades Auténomas, en el ejercicio de las competencias
que para la gestion de sus intereses respectivos les corresponden».

(8 bis) Recientemente, estando ya en impresién este trabajo, la STC de 26 de marzo de
1990, dictada en recurso de amparo contra Autos judiciales concediendo autorizacién de entrada
y registro de domicilio a la Administracién tributaria sin que, previamente, constara la negativa
del titular del domicilio a consentir la entrada en el mismo, ha sefialado (Fto. jur. 7) que: «... la
eficacia de la actuacion de la Administracién tributaria —que es uno de los principios a que
debe responder la actuacién de la Administracién Publica (art. 103.1 de la Constitucién)— po-
dria frustrarse injustificadamente, si la investigacion de la Inspeccién de los Tributos, que pre-
cisamente pretendid, segiin se indica expresamente en la solicitud de autorizacién judicial, per-
sonarse sin previo aviso, hubiera de aplazarse aun estando provista de una autorizacién judicial,
hasta la constancia formal de la denegacién del consentimiento del titular del domicilio, que éste
podria postergar o dificultar en extremo...».
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3. El problema de la eficacia juridica del principio
de eficacia de la Administracion

La consistencia del principio constitucional de eficacia de la Ad-
ministracién en una especifica valoracién del efecto o resultado de la
accién en la realidad social, por relacién a unos fines dados, plantea
de suyo —a pesar de la afirmacién del caricter juridico de dicho prin-
cipio— la cuestién de la posibilidad concreta de tal caricter, en la me-
dida en que cabe interrogarse sobre la consistencia y exigibilidad de
un deber formulado en términos incondicionados y referido a un ob-
jeto tan extenso e indeterminado como el servicio a los intereses
generales.

La cuestién remite, asi, a las enunciadas en la teoria general, y ya
clasicas en la misma, como efectividad y eficacia (validez o vigencia)
del Estado o del ordenamiento. Pues la ciencia juridico-publica siem-
pre ha debido dar una respuesta al interrogante de si las normas valen
porque han sido definidas y establecidas por el procedimiento formal-
mente dispuesto a tal fin y de conformidad con los principios sustan-
tivos del ordenamiento en el que se insertan o porque (en su caso, ade-
mds) son efectivamente vigentes o eficaces en el seno de este dltimo.

El tratamiento teorético de estas cuestiones se remonta a la discu-
si6n en las relaciones internacionales de las condiciones para el reco-
nocimiento de los Estados, gobiernos o grupos organizados como su-
jetos de Derecho internacional; discusién que dio lugar a la doctrina
de la efectividad (9): en ella, es decir, en la capacidad real de un or-
denamiento para ordenarse y ordenar las conductas humanas residia
el criterio de reconocimiento. Del plano internacional, el principio de
efectividad ha pasado al constitucional interno, al Derecho publico y,
en definitiva, a la teoria del Estado y general del Derecho. En la dog-
matica juridico-publica se parte, en efecto, del presupuesto del reposo
de la soberania estatal en la capacidad efectiva del poder estatal de im-
ponerse a todos los sujetos en el dmbito territorial a que aquélla se ex-
tienda. El principio de efectividad ha llegado a convertirse hoy en fun-
damento dindmico necesario de la legitimidad del Estado, en la medi-
da en que ésta se hace depender de la concurrencia de requisitos ga-
rantes de la vigencia social real del correspondiente ordenamiento.
Pues la efectividad manifiesta la esencia del Derecho, permite la com-
probacién de lo que es Derecho (la fuerza que se impone y es capaz
de generar un ordenamiento estable), aunque esté lejos de poder ser-
vir de criterio del valor de lo juridico.

(9) En este sentido P. PIOVANI, voz «Effettivita (principio di)», en Enciclopedia del Diritto,
Ed. Dott. A. Giuffre, vol. XIV, pp. 420 y 421.
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La reflexion sobre la efectividad alcanza su punto culminante con
H. KELSEN (10), para quien la validez de un ordenamiento juridico est4
en directa funcién de la adecuacién de las conductas por él ordenadas
al orden que establece o, lo que es igual, de su eficacia; en definitiva,
el ser de un ordenamiento eficaz consiste en que aquellas conductas
se conforman al mismo. Desde KELSEN, pues, la validez de toda nor-
ma depende de la validez del ordenamiento en su conjunto, es decir,
como sistema; la eficacia del entero ordenamiento juridico es una con-
ditio sine qua non (no una conditio per quam) para la eficacia de todas
y cada una de sus normas.

Con el institucionalismo de S. RoMANO (11) el momento de lo fac-
tico en el Derecho adquiere su maximo relieve (es el concepto el que
debe doblegarse ante la realidad y no a la inversa; ex facto oritur ius).
Pues Derecho es justamente lo que ha adquirido la fuerza suficiente
para llegar a ser e imponerse como tal Derecho positivo. Pero es G. JE-
LLINEK (12) el que coloca el hecho normativo en el lugar que le corres-
ponde en la dogmitica juridico-publica: todo Derecho, para serlo, ha
de tener valor efectivo, es decir, poseer la capacidad de realizarse en
los fenémenos reales.

Se llega asi al nicleo central de la cuestién de la eficacia juridica:
el efecto juridico, que guarda una relacién causal con el hecho juridi-
co, en cuanto el primero no es sino el valor otorgado por el ordena-
miento a la verificacién o el cumplimiento de un hecho, es decir, el
interés en este ultimo de la comunidad juridica (13). Mas concretamen-
te, el efecto de una norma (y, por tanto, su eficacia) no se confunde
ni con el valor ni con el hecho; trasciende ambos y consiste mas bien
en una relacién entre ellos, es decir, en el interés de la comunidad ju-
ridica o valor en cuanto referido a la realizacién material del hecho.
Aunque distintos, por tanto, efecto y hecho estan conectados entre si
a través del vinculo dinidmico y temporal de la realizacién. Al estar por
ello el efecto necesariamente referido a un acto (de realizacién del he-
cho objeto de valoracién juridica), también lo estd indefectiblemente
a un sujeto, cuando menos al sujeto ejecutor del acto. En virtud de
esta referencia subjetiva el efecto se ofrece, en ltimo término, como
situacién juridica. Desde este punto de vista esta ultima puede defi-

(10) H. KELSEN, Teoria pura del Derecho, traduccién de la 2.* ed. alemana por R.J. Ver-
nengo, Universidad Nacional Auténoma de México, México, 1986, pp.23 y ss. y también
205 y ss.

(11) S. ROMANO, E! Ordenamiento Juridico, traduccién de S. Martin-Retortillo y L. Mar-
tin-Retortillo, Ed. Instituto de Estudios Politicos, Madrid, 1963, pp. 99 y ss.

(12) G. JELLINEK, Teoria general del Estado, traduccién de la 2.* ed. alemana y prélogo de
F. de los Rios, Ed. Albatros, Buenos Aires, 1981, pp. 274 y ss.

(13) Véase A. FALZEA, voz «Efficacia Giuridica», Enciclopedia del Diritto, Ed. Do, A.
Guiffre, 1965, vol. XIV, pp. 432 y ss.
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nirse como toda situacién imputada a determinado o determinados su-
jetos justamente por intermedio de un efecto juridico.

Quiere decirse que la situacién juridica se distingue de la pura si-
tuacion factica en que hace relacién a las fuerzas juridicas aptas para
realizar el valor o interés de la comunidad juridica implicado. Como
todo valor juridico es un valor del comportamiento humano y, por tan-
to, de la accién, las fuerzas que, en dicha comunidad, pueden satisfa-
cerlo se agotan en la actividad de los sujetos miembros y actuantes de
la misma. De ahi que las situaciones juridicas se refieran siempre a una
concreta actividad de determinado o determinados sujetos.

Lo decisivo es entonces, como sefiala A. FALZEA (14), que el efecto
juridico contiene in nuce una valoracién de necesidad, pues en fun-
cién de él, las situaciones son necesarias o no. El efecto juridico define
justamente la situacién cuya verificacién satisface el especifico interés
de la comunidad juridica (el valor o el bien juridicamente protegido).
Precisamente ésta y no otra es la situacién juridica considerada nece-
saria por el Derecho, en el bien entendido de que la necesidad de que
se habla es juridica o axiolégica, en modo alguno fisica.

El indisoluble nexo que existe, asi, entre el juicio sobre la situacién
pretendida por el Derecho y la actividad o accién idénea para crearla
clarifica definitivamente el significado de la necesidad en el plano ju-
ridico: ésta existe en la medida en que la necesidad axiolégica de una
situacién se traduce en una necesidad, asimismo axiolégica, de una de-
terminada accién. La idea de necesidad juridica es, en gran medida, la
del deber juridico. La proteccién por una norma de un intefes, bien
o valor implica la necesidad de la generaci6n de la situacién, asimismo
juridica, que satisface o realiza dicho interés, bien o valor. Por tanto,
esta ultima necesidad supone, conforme a lo razonado, la necesidad
de la actividad o de la acci6én precisa. Esta ltima no es otra cosa que
el deber juridico, basado en el caricter indispensable de la accién para
la efectividad del valor juridico. En cuanto que la situacién juridica pro-
pugnada tiene la condicién de necesaria, la actividad del sujeto llama-
do a realizarla adquiere la de acto juridicamente debido, en términos
de estricto deber juridico (porque el orden de valores en razén del
cual dicho acto es debido es precisamente el de los intereses juridica-
mente protegidos por el ordenamiento). El deber juridico expresa, en
definitiva y junto con la figura del poder o facultad (que se correspon-
de no con la necesidad, sino con la simple posibilidad), una de las dos
formas basicas que puede revestir la dimensién temporal de la situa-
cién juridica pretendida: la prospectiva o de realizacién virtual, frente
a la efectiva o de realizacién actual.

(14) A. FALZEA, op. att., p. 472.
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Las precedentes consideraciones sobre la eficacia juridica como ca-
tegoria general despejan cualquier duda sobre la normatividad o juri-
dicidad del principio de eficacia de la actuacién administrativa consa-
grado en el articulo 103.1 de la Constitucién. Pues de este precepto
constitucional se deduce:

a) Laformalizacién por el principio de eficacia de un valor o bien
juridicamente protegido, consistente en la realizacion efectiva de los in-
tereses generales (es decir, los servicios piiblicos lato sentido), tal como
éstos sean predeterminados y encomendados al poder piblico admi-
nistrativo por el ordenamiento juridico (la «ley y el Derecho»).

En la economia del precepto constitucional ello es claro. Los dos
elementos principales que, junto al de sometimiento pleno a la ley y al
Derecho (que ahora no interesa), la determinan: el servicio a los inte-
reses generales y la actuacién conforme a determinados principios, en-
tre ellos el de eficacia, estin en estrecha y especifica relacion. El se-
gundo esté en funcién del primero, de suerte que ambos integran una
misma y Gnica norma, carente de sentido de prescindirse de cualquie-
ra de ellos.

Esa Ginica norma expresa la pretensién de una concreta situacién
juridica, que no es otra que la realizacién eficaz de los intereses gene-
rales o servicios publicos; situacién que es, asi, juridicamente necesaria.

b) El caracter incondicionado de la necesidad juridica de la situa-
cién prefigurada por el precepto, toda vez que éste carece de la es-
tructura hipotética o condicional propia, de ordinario, de las normas.
La produccién del efecto juridico pretendido no se sujeta, en efecto,
al cumplimiento eventual de un determinado hecho.

Si bien ello es asi, formalmente y desde la estricta literalidad de la
norma, no es menos cierto que en ésta —atendidos su sentido y fina-
lidad y por la propia naturaleza de las cosas— estin implicitamente
contenidas dos condiciones: la de la correcta predeterminacién de los
fines a realizar (los intereses generales de cuyo servicio se trata) y la
de la articulacién organizativa y dotacion medial adecuadas del sujeto
responsable de la verificacién de la situacién (el eficaz servicio de los
referidos intereses generales).

¢) Laidentificacién del sujeto, la Administracién publica, cuya ac-
tividad es precisa para la aludida verificacién de la situacién juridica
pretendida por la norma. El principio de eficacia se predica, en efecto,
de la actuacién administrativa. Su consagracién contiene, pues, el de-
ber juridico del cumplimiento de la actividad requerida.

La comprobacién asi obtenida, incluso desde la teoria general, de
la naturaleza juridica del principio de eficacia de la actuacion de la Ad-
ministracién publica sirve de base, a su vez, para la consecucién de un
segundo y ulterior resultado. Pues si tal principio es, en sentido estric-
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to, una norma constitucional, debe reconocérsele, consecuentemente,
la eficacia juridica que es propia de todas ellas. Dicho de otra forma,
en la aplicacién del orden constitucional, en cuanto sistema, dicho prin-
cipio debe beneficiarse, en igualdad de condiciones que las restantes
normas constitucionales, de la regla de la interpretacién conducente a
la mayor efectividad de dicho orden. Las diferencias en el peso de las
normas constitucionales en la determinacién de la soluciéon concreta
en cada caso han de derivar exclusivamente, pues, de su ponderacién
respectiva en el seno del orden del que forman parte y segin su posi-
cién y juego en el mismo.

La importancia de esta aclaracion se manifiesta en toda su dimen-
si6n desde la perspectiva de la firme instalacién en nuestro Derecho
piblico, con una fuerte vis expansiva, de un sentido y alcance hostiles
a la accién estatal del principio iz dubio pro libertate. Semejante inter-
pretacion de éste no es peculiar de nuestra ciencia juridica. W. LEIs.
NER (15) ha llamado criticamente la atenci6én sobre el proceso de de-
cantacién de la misma en la dogmatica alemana a partir de la formu-
lacién por R. THOMA de la exigencia general de preferencia de la in-
terpretacién que mejor asegure la eficacia o efectividad juridica de la
norma y la conversién de tal regla —formulada originalmente para el
ambito de los derechos fundamentales— en un principio general con-
trario a la intervencién del Estado. Como el mismo autor sefiala, tal
conversién (que supone una transmutaciéon de légica juridica en deci-
sién politica) es inaceptable: la presuncién pro libertate y la interpre-
tacién extensiva de los derechos fundamentales deben tener un fun-
damento propio, ajeno en todo caso a la maxima de la mayor eficacia
o efectividad de las normas, especialmente de las constitucionales; pues
esta ultima comprende la totalidad del orden constitucional, incluidos
los preceptos relativos a la organizacion estatal y la habilitacién de in-
tervenciones del poder piblico.

Estas consideraciones son integramente trasladables a nuestro De-
recho, tanto mas cuanto que en éste se ha llegado a un mayor exceso,
paradéjicamente no corregido y si confirmado en la etapa constitucio-
nal (en razén, sin duda, a la enorme inercia de la orientacién general
adquirida por el Derecho publico en el régimen autocratico franquis-
ta), en la posicién interpretativa de la libertad como anticuerpo de com-
bate frente al poder publico; posicion cuya revisién constituye una de
las deudas que la ciencia juridico-publica tiene pendientes de saldar
con el joven Estado democritico.

En consecuencia, pues, nada obsta, sino que, antes al contrario,
todo aboga (méxime cuando, como en nuestro caso, el propio consti-
tuyente se ha preocupado especialmente de consignar la exigencia de

(15) W. LEISNER, op. cit., pp. 11 a 13.
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la eficacia de la actuacién del poder publico en su manifestacién ad-
ministrativa) por la aplicacién a la regulacién constitucional de la or-
ganizacién y la accién del Estado de la regla o principio generales de
la interpretacion conducente a una mayor efectividad.

IOI. PRINCIPIO DE EFICACIA DE LA ADMINISTRACION
Y ORDEN CONSTITUCIONAL; EN ESPECIAL,
SU JUEGO EN EL ESTADO DE DERECHO

Establecido ya que la eficacia administrativa es un principio juridi-
co constitucional, que formaliza un especifico bien protegido por la
norma fundamental, ninguna dificultad ofrece —como ya ha quedado
establecido, con invocacién incluso de la autoridad del Tribunal Cons-
titucional— la identificacién de su conexién sistemdtica primaria, en
el orden por dicha norma determinado, con el Estado social procla-
mado en su articulo 1.1 y, a través de él, con los valores, bienes y prin-
cipios del mismo derivados (fundamentalmente los recogidos en el ar-
ticulo 9.2, igualmente del texto constitucional). Pues el principio de la
eficacia lo es de la actuacion de la Administracién para la efectiva rea-
lizacién de los intereses generales, es decir, los de la comunidad o, me-
jor, las comunidades juridicas como un todo. Por tanto, concreta y sir-
ve, y, mas atn, hace operativo, en el plano administrativo (que es el
decisivo justamente desde el valor de la realizacién efectiva), el signi-
ficado propio del Estado social, en el que ahora no es posible
detenerse (16).

Sabido es que el Estado social plantea el problema de su conviven-
cia con el Estado de Derecho (que es justamente el fundamental de la
novedosa férmula constitucional de «Estado social y democritico de
Derecho»); problema que ha lastrado y contintia ain condicionando
el despliegue de todas sus virtualidades (17). No puede sorprender,
por tanto, que la forma de pensamiento determinada por el Estado de
Derecho —central en el Derecho publico y dominada por la idea de
una normacién completa o sin lagunas del poder— haya actuado de

. freno para el reconocimiento de la importancia del principio de efica-
cia y, sobre todo, la construccién técnica precisa para su operatividad.
Pues como, para el caso alemdn, pone de relieve W. LEISNER (18), a la

(16) Sobre el Estado social y su repercusién sobre la Administracién piblica, véase L. Pa-
REJO ALFONSO, Estado social y Administracion piblica. Los postulados constitucionales de la refor-
ma administrativa, Ed. Civitas, Madrid, 1983.

(17) Es ilustrativa al respecto la famosa polémica mantenida al respecto en Alemania Fe-
deral por FORSTHOFF y BACHOF, suscitada por el planteamiento por IPSEN de la cuestién y cuyas
consecuencias aun perduran en la doctrina. Sobre el contenido fundamental de esta polémica y
el desarrollo ulterior del debate doctrinal, véase L. PAREJO ALFONSO, o0p. cit., pp. 34 y ss.

(18) W. LEISNER, op. cit., pp. 13 y ss.
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perspectiva del Estado de Derecho son propios los siguientes plantea-
mientos: los fines no legitiman los medios; los fines determinan prefe-
rentemente las potestades del poder; éstas pueden establecerse incluso
prescindiendo de una verdadera concrecién de fines, pues lo esencial
no es tanto la consecucién de objetivos cuanto la ponderacién de las
consecuencias sobre la posicién de los ciudadanos afectados. Dado el
caricter finalista del principio de eficacia, éste se ofrece primariamen-
te como riesgo de justificacién de la infraccién del principio de pro-
porcionalidad de los medios de la accién estatal, asi como del desco-
nocimiento o el desbordamiento de los limites generales que para ésta
resultan de la posicion central de la dignidad y libertad de la persona.
En suma, el principio de eficacia queda colocado bajo sospecha, con
simultdnea reivindicacién del valor propio del Estado de Derecho, por
mds que la légica de éste pueda conducir a un Estado ineficiente.

Si mis alla de las dificultades interpretativas que sin duda supone
el complejo orden de principios de principios y valores superiores que
consagra la férmula constitucional de Estado social y democritico de
Derecho, por la continua operacién de ponderacién entre aquéllos a
que remite, hoy no parece ni cientifica, ni practicamente sostenible una
verdadera contradiccién entre Estado social y Estado de Derecho (19),
forzoso resulta también situar en sus verdaderos términos la supuesta
contradiccién entre este ultimo y el principio de eficacia.

Por de pronto, la eficacia no exige renuncia a conquista alguna del
Estado de Derecho. En nuestro sistema, tal renuncia seria clara y fron-
talmente inconstitucional, siquiera sea en el plano de la esfera propia
del poder publico administrativo. El articulo 103.1 de la Constitucién,
en efecto, es tajante a la hora de definir la eficacia administrativa: ésta
se impone como principio de la actuacién de la Administracién, sin
merma alguna del sometimiento pleno de ésta a la ley y al Derecho. La
contraposicién entre actuacién administrativa correcta juridicamente
(atenida al y penetrada por el Derecho) y actuacién administrativa efi-
caz (atenida exclusivamente al fin) es, en cualquier caso, falsa (20). De
haber contraposicién, sélo la puede haber —y de hecho la hay, lo que
no representa fenémeno extraordinario alguno— entre normas juridi-

(19) En cuanto al planteamiento cientifico-doctrinal, M. GARCIA PELAYO, Las transforma-
ciones del Estado contemporineo, Ed. Alianza, Madrid, 1977; A. GARRORENA, E! Estado espariol
como Estado social y democritico de Derecho, Ed. Universidad de Murcia, Murcia, 1980, y L. Pa-
REJO ALFONSO, Estado social y..., op. cit. En lo que hace al planteamiento jurisprudencial, véase
L. PAREJO ALFONSO, «Los valores en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional», en el Libro
homenage al profesor José Luis Villar Palast, Ed. Civitas, Madrid, 1989, pp. 923 y ss.

(20) En este sentido W. LEISNER (op. cit., p. 14), quien sefiala que cuando la accién estatal
estd vinculada positivamente —en términos de deber— a la consecucién de un fin, su ineficacia
(o ineficiencia) es no sélo inadecuada, sino disconforme a Derecho.
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cas que consagran bienes y protegen intereses diferentes (21). Con en-
tera independencia del contenido y alcance que se dé al principio de
legalidad de la Administracién, el problema de la eficacia administra-
tiva no consiste en optar entre los elementos de la disyuntiva: Derecho
o eficacia, sino en determinar las condiciones en que la actuacién de
la Administracién, siendo conforme a Derecho, sea también efectiva,
id6nea para la satisfaccién real de los intereses generales. Consecuen-
temente, el Estado de Derecho no facilita soporte alguno a un ambien-
te hostil a la eficacia, demanda tan sélo la precision juridica de este
principio (22). _
A reserva de las ulteriores consideraciones atin por desarrollar en
este ultimo sentido, la comprobacién ya realizada de la naturaleza de
principio juridico de la eficacia administrativa permite concluir ahora
que las exigencias bésicas propias del Estado de Derecho quedan sa-
tisfechas con una aplicacién de dicho principio, que descanse en su in-
sercién en el orden constitucional como unidad y realice su interpre-
tacién en el contexto de su necesaria ponderacién con los restantes va-
lores, bienes y principios proclamados o reconocidos por dicho orden.
No es otro el planteamiento que luce en el voto particular formulado
por cinco Magistrados del Tribunal Constitucional a la senten-
cia 75/1983, de 3 de agosto. El caso fallado versaba sobre la desigual-
dad introducida en el entonces Cuerpo Nacional de Secretarios e In-

(21) Como luce ya en el mismo articulo 103.1 de la Constitucién, a tenor del cual la ac-
tuacién administrativa debe responder, simultdneamente, a los principios de eficacia, desconcen-
tracién y descentralizacién.

(22) Es evidente que entre nosotros la mayor atencién doctrinal prestada a la construcién
y depuracién del Estado de Derecho y los principios y técnicas de él derivados —en parte no
despreciable motivada por el esfuerzo que durante el largo periodo autocritico franquista ha sido
preciso desplegar para racionalizar y «reducir» al Derecho un Estado carente de verdadera legi-
timidad— ha conducido a un apreciable escoramiento de la perspectiva desde la que la ciencia
juridico-administrativa contempla el Estado; perspectiva que, en la maquinaria estatal, realza el
sistema de frenos en perjuicio del sistema de impulso. Esta posicién de fondo no ha variado sus-
tancialmente desde la Constitucién de 1978, probablemente por haber asumido el relevo la preo-
cupaci6n central por la efectividad de la libertad y del orden de derechos fundamentales y cons-
titucionales en general. Nuestra situacién amenaza con reproducir la que para el Derecho ale-
mién describe W. LEISNER (o0p. cit., pp. 12 y 13): la maxima de la interpretacién de las normas
que favorezca en mayor medida su efectividad —formulada por R. THOMA para el orden de los
derechos fundamentales— se convirtié por extensién, tras aceptarse, en el principio i dubio pro
libertate y, por tanto, restrictivo de la acci6én estatal, generandose —asi y sin auténtico funda-
mento— una situacién en la que unas normas constitucionales se benefician de un plus de «efi-
cacia juridica» de la que no gozan otras; situacién que es hoy objeto de critica, con demanda del
reconocimiento de que la referida maxima interpretativa favorable a la mixima efectividad de
las normas sea aplicable a todas las normas, incluidas las que determinan la organizacién, el fun-
cionamiento y la intervencién social del Estado. Desde la consagracién constitucional de un Es-
tado democritico, que es tanto social como de Derecho, parece incuestionable la necesidad de
la recuperaci6n por nuestra doctrina juridico-administrativa de una posicién mas equilibrada y,
por tanto, mis sensible a las exigencias de la organizacién y la accién estatales, que —en defini-
tiva— no son sino las del interés general. A este respecto, véase cuanto digo en el apartado I de
mi estudio preliminar al libro de R. PARADA VAZQUEZ La Administracion y los jueces, Ed. Juridi-
ca Venezolana y Marcial Pons Librero-Editor, Caracas, 1988, pp. 15 y ss.
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terventores de Administracién local —prevision del requisito de no te-
ner mis de sesenta afios para concursar a plazas— por el texto articu-
lado de la Ley especial para el municipio de Barcelona. El voto parti-
cular considera incorrecto el razonamiento de la sentencia de no apre-
ciar violacién del articulo 14 de la Constitucién por tener la expresada
regla un fundamento razonable. La existencia de una justificacién ra-
zonable basta desde luego para fundamentar la ratio de la regla, pero
ello no es suficiente, porque —en otro caso— la igualdad del articu-
lo 14 se confundiria con la interdiccion de la arbitrariedad del articu-
lo 9, ambos de la Constitucién. Conteniendo aquel articulo 14 tres fi-
guras distintas (un principio general, un derecho subjetivo y una limi-
tacién del poder legislativo), obliga a justificar no tanto la razén de ser
de la norma cuanto la ruptura de la igualdad en si misma. Y en este
punto se introduce el razonamiento clave: esta tltima justificacién

«... s6lo puede encontrarse en una tutela de bienes juridicos, que
estén constitucionalmente protegidos y tengan cardcter superior a
los que resultan sacrificados, siempre que se dé una regla de pro-
porcionalidad entre el bien protegido y el derecho sacrificado».

El voto particular comprueba que la regla enjuiciada no cumple los
anteriores requisitos. En particular, tampoco la eficacia le puede pres-
tar cobertura suficiente, pues «tal objetivo podria lograrse establecien-
do medidas que permitieran una valoracién ponderada de la edad en-
tre los diversos méritos y circunstancias de los concursantes, para lo
cual no es necesaria ni proporcionada la disposicién excluyente que en-
juiciamos...», y, ademis,

«... aunque /z eficacia de la Administracién es un bien constitu-
cional protegido por el articulo 103.1, tal principio es de rango in-
ferior a la igualdad, que es no sélo un derecho individual de los
espafioles protegible, incluso por via de amparo (arts. 14 y 53.2
de la CE), sino un principio al que esti sometido el legislador
(arts. 14 y 9.1 de la CE), e incluso un “valor superior” del orde-
namiento {art. 1.1 de la CE) ante el cual deben ceder otros de ran-
go inferior, pues es indudable que no puede buscarse la eficacia
de la Administracién con medidas legislativas que atenten, como
ocurre con la ahora enjuiciada, contra la igualdad de los ciuda-
danos, aparte de que desconocen el articulo 14 de la Constitu-
cién, pues las mentadas razones de organizacién no son peculia-
res de ese Ayuntamiento y por otra parte no determinan la ne-
cesaria proporcionalidad entre los fines que se trata de obtener
y la lesién del derecho ala igualdad que producen».
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La configuracién constitucional de la eficacia administrativa en el
Derecho excluye en nuestro caso cualquier intento de encontrar en la
razén de Estado, en la pura dindmica del funcionamiento estatal, un
fundamento independiente para la misma. Tal posibilidad supone,
como en el Derecho aleman ha advertido W. LEISNER (23), el fin mis-
mo del Estado de Derecho e, incluso, del propio Derecho. La eficacia
se torna instrumento de la razén de Estado tnicamente, sin embargo,
cuando los fines a alcanzar no se encuentran prefijados; cuando, por
tanto, todos ellos se reconducen a un tnico fin, confundido con la efi-
ciencia misma estatal. Aqui, en efecto, el principio de eficacia queda
conectado a un fin global e indeterminado (la pura proteccién o con-
servacién del Estado) que, por su propia naturaleza, resulta apto para
la derivacién de todo tipo de potestades publicas. En realidad, dicho
principio, que necesariamente requiere fines normativamente predeter-
minados de forma suficientemente concreta y es inidéneo para susten-
tar —él mismo— tales fines (o un fin global como el antes expresado),
nunca puede tener por contenido la atribucién o el reconocimiento de
potestades cuyo fundamento propio e independiente no sea inferible
del Derecho; su contenido s6lo permite la determinacién interpretati-
va del alcance de potestades construidas normativamente, a partir de
los fines especificos de éstas. Y esta determinacidn interpretativa pue-
de ser, incluso, extensiva, pues el principio de eficacia juega tanto a
favor como en contra del Estado.

IV. PRINCIPIO DE EFICACIA Y ESTATUTO
DE LA ADMINISTRACION PUBLICA:
CONDICIONANTES Y LIMITES DEL PRINCIPIO

La eficacia administrativa se traduce, como ya nos consta, en un
deber juridico de realizacién de una situacién juridica (el servicio con
objetividad de los intereses generales) por un sujeto bien determina-
do: el poder publico administrativo, es decir, todas y cada una de las
Administraciones publicas construidas por el ordenamiento estatal en
su conjunto. Por ello mismo, las caracteristicas constitucionales tanto
de aquella situacién juridica como de este sujeto no pueden dejar de
incidir decisivamente sobre el principio mismo de la eficacia. '

(23) W. LEISNER, op. cit., pp. 17 y 18.
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1. Servicialidad objetiva de los intereses generales

El interés general es, en la Constitucion y, desde luego, en el ar-
ticulo 103.1 de la misma, un concepto formalizador de un bien juridi-
co global, abstracto y formal. Se trata de una cldusula general en la
que pretende expresarse, condensadamente, el bien juridico —sustan-
tivo y concreto— merecedor de proteccién en cada caso y en el curso
del proceso de desarrollo, integracién y aplicacién del ordenamiento
juridico, regido en ultimo término por el orden constitucional mismo.
El interés general carece, pues, de contenido material propio y deter-
minado; su contenido se identifica siempre con el resultado de una de-
cantacién de otros valores y bienes juridicos, en la que lo crucial es la
ponderacién relativa y adecuada de aquellos que se hagan presentes
en el supuesto concreto.

En el Estado definido por la Constitucién (Estado social y demo-
critico de Derecho, compuesto o autonémico y de soberania restrin-
gida o integrado en organizaciones supranacionales europeas) el pro-
ceso de determinacién del interés general, de composicién de bienes
juridicos materiales para integrar, en cada caso, el bien resultante a
que aquél alude, es forzosamente de gran complejidad. Esta trae causa
tanto de la doble vertiente del interés general, como de la pluralidad
de instancias de decisién sobre el mismo.

De interés general, en efecto, cabe hablar en sentido subjetivo (la
percepcion que del interés general objetivo, del valor o interés que la
comunidad juridica debe asegurar y proteger en cada caso tienen los
distintos sujetos —privados, sociales y publicos— actuantes en un sis-
tema articulado sobre el pluralismo politico-social y territorial; sentido
al que aluden los articulos 6, 7, 9.2, 23.1, 24.1, 29, 66, 97, 117.3 y 118
y 137 de la Constitucién) y en sentido objetivo (justamente el bien o
interés que, en cada caso, deba ser protegido por la comunidad juri-
dica). No se trata de dos entidades distintas y contradictorias, sino de
dos momentos —en permanente relacién dialéctica entre si— de una
misma entidad: el primero es condicién necesaria para la determina-
ci6én del segundo. '

Pero, a su vez, esos dos momentos dindmicos del interés general
se desarrollan, simultineamente, en tantos ambitos como instancias
territoriales tiene la organizacién del poder piblico. Las decisiones de
tales instancias pueden agotar su contenido desde luego en los d4mbi-
tos respectivos de las mismas, pero en modo alguno es infrecuente que
guarden alguna relacién o interactiien entre si en diversa manera y con
distinta intensidad.

El principio estudiado presupone esta complejidad del proceso de
definicién del interés general y, al mismo tiempo, extiende su radio de
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accién tanto al interés general de cada espacio decisional u ordena-
miento particular resultante de la organizacién territorial del Estado
(incluido el supranacional, producido por cesién de soberania estatal)
como al interés general del conjunto de espacios decisionales articula-
dos en un sistema por y desde la Constitucién o del ordenamiento glo-
bal. Como afirma la STC 27/1987, de 27 febrero, «... la unidad misma
del sistema en su conjunto, en el que las diferentes entidades auténo-
mas se integran, asi como el principio de eficacia administrativa
(art. 103.1 de la CE), que debe predicarse no s6lo de cada Administra-
cién, sino del entero entramado de los servicios pdblicos, permiten, cuan-
do no imponen, al legislador establecer férmulas y cauces de relacién
entre unas y otras Administaciones locales y de todas ellas con el Es-
tado y las Comunidades Auténomas, en el ejercicio de las competen-
cias que para la gestién de sus intereses respectivos les corresponden».
Ello significa:

a) Los términos de la definicién del interés general establecen los
de la actuacién eficaz que ha de servir a éste. Es, pues, la definicién
del interés general el elemento clave para el enjuiciamiento en concre-
to de la eficacia. Cualesquiera criterios de medida de la eficacia no pue-
den, por tanto, dejar de tener como referencia central dicha definicién.
Dicho en otros términos, consistiendo el valor de la eficacia adminis-
trativa en la realizacion efectiva del interés general, es decir, en el in-
terés de la comunidad justamente en ese resultado, eficacia e interés
general coinciden en su sustancia. La repercusién de esta fundamental
comprobacién sobre los criterios de medicién de la eficacia son
evidentes.

b) La complejidad del proceso de determinacion del interés ge-
neral que ha de ser servido con eficacia y sus consecuencias sobre la
actuacién administrativa (retraso en la determinacién, imprecisién,
eventuales contradicciones normativas, inadecuada dotacién de me-
dios, etc.) constituyen condicionantes del sistema, sobre cuya existen-
cia ha de construirse la actuacién administrativa eficaz, es decir, te-
niendo en cuenta los cuales la Constitucién ha impuesto el deber ju-
ridico en que tal actuacién consiste. En consecuencia, tales condicio-
nantes del sistema deben incluirse en cualquier desarrollo del princi-
pio de eficacia y también en cualquier enjuiciamiento del cumplimien-
to del referido deber. A la inversa, el principio de eficacia, si bien no
es esgrimible para soslayar, sortear o defraudar en cualquier otra for-
ma, en aras al desarrollo expedito de la actuacién administrativa, la 16-
gica del sistema y, por tanto, los condicionantes aludidos, debe ser tam-
bién considerado a la hora de determinar el interés general a realizar.

En particular, no puede dejar de destacarse la incidencia que sobre
la posibilidad misma de la actuacién administrativa tiene la claridad,
precisién y certeza de los fines legales de ésta, es decir, la correcta in-
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tegracion del ordenamiento juridico. Justamente la legitima y pertinen-
te reivindicacién del caricter democratico y «politico» del funciona-
miento de los Parlamentos (a los que estin reservados las decisiones
normativas esenciales) presenta el reverso de un déficit en el rigor exi-
gible en la formulacién y expresién normativas de las decisiones de és-
tos; la preocupacién por cuyo déficit ha dado lugar al surgimiento y
fuerte desarrollo de la llamada técnica legislativa. Obvio resulta decir
que este mal aqueja también a las normas del poder ejecutivo, a pesar
de la distinta légica de su funcionamiento y de contar con un aparato
burocritico cualificado técnicamente: la exposicién al mismo obedece
aqui, entre otras causas menores, a la combinacién entre la dindmica
politica, las disfuncionalidades administrativas y las famosas «ocurren-
cias de los funcionarios». El riesgo no ya de la fijacién de fines irreales
por relacién a la efectiva capacidad administrativa o, sencillamente, de
su establecimiento sin simultdnea consideracién de la necesaria dota-
cién de medios idéneos, sino incluso de la falta de claridad, de la con-
fusién y de la contradiccién de los propios fines no es, lamentablemen-
te y como demuestra la experiencia diaria, algo puramente teérico. Su
verificacién practica, en términos, ademas, dificilmente imaginables en
el plano de la pura especulacién, luce con toda crudeza en la reciente
Sentencia del Tribunal Constitucional 46/1990, de 15 de marzo. Ya el
enunciado del objeto mismo del pronunciamiento del Alto Tribunal es
sumamente expresivo: la resolucién de los recursos de inconstitucina-
lidad, acumulados, deducidos contra determinados preceptos de la Ley
canaria 14/1987, de 29 de diciembre, sobre modificacion de la disposi-
cién final tercera (relativa a la entrada en vigor) de la Ley, asimismo
canaria, 10/1987, de 5 de mayo, de Aguas, y de la Ley, también cana-
ria, de modificacion del plazo de la suspension del término establecido
en dicha Ley 14/1987, de 29 de diciembre. Los razonamientos del Tri-
bunal son por si mismos suficientemente expresivos:

«La exigencia del articulo 9.3 relativa al principio de seguri-
dad juridica implica que e/ legislador debe perseguir la claridad y
no la confusion normativa, debe procurar que acerca de la materia
sobre la que se legisle sepan los operadores juridicos y los ciudada-
nos a qué atenerse y debe buir de provocar situaciones objetiva-
mente confusas como la que sin duda se genera en este caso dado
el complicadisimo juego de remisiones entre normas que aqui se
ha producido. Hay que promover y buscar la certeza respecto a qué
es Derecho y no, como en el caso ocurre, provocar juegos y rela-
ciones entre normas como consecuencia de las cuales se introdu-
cen perplejidades dificilmente salvables respecto a la previsibilidad
de cudl sea el Derecho aplicable, cudles las consecuencias derivadas
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de las normas vigentes, incluso cudles sean éstas. La vulneracién
de la seguridad juridica es patente y debe ser declarada la incons-
titucionalidad también por este motivo.»

En suma, la eficacia administrativa consagrada por la Constitucién,
lejos de ser un cuerpo extrafio en la légica del sistema democritico re-
presentativo, forma parte de él, opera desde y sobre la dindmica pro-
pia de éste, con sus luces y sus sombras.

¢) Elinterés general a servir con eficacia es todo aquel en que se
concreten bienes o valores juridicamente protegidos por la Constitu-
cién y, por ello, tanto el que agota su virtualidad en el seno de uno de
los ordenamientos territoriales reconocidos por ésta cuanto el que se
extienda a dos 0 mds de los mismos. El deber juridico en que se tra-
duce el principio de eficacia tiene como sujeto, por ello, a todas y cada
una de las Administraciones piblicas y demanda de ellas una actua-
cién idéntica en uno y otro caso (en el segundo, con el componente
de la cooperacién o colaboracién activas con las demas). Desde este
punto de vista, pues, el principio de eficacia se conecta, guarda rela-
cién con el principio constitucional de solidaridad, garante de la uni-
dad material del sistema, y de los derivados del mismo, en especial los
de lealtad autonémica y de lealtad comunitario-europea.

En consecuencia, la eficacia administrativa no es, en la Constitu-
cién, principio que pueda asociarse a determinados principios (por
ejemplo el de jerarquia para la organizacién o el de estatuto funciona-
rial para el empleo publico, en el ambito intraadministrativo; el de
coordinacidn, en el interadministrativo) y enfrentarse a otros (por ejem-
plo el de desconcentracién para la organizacién o el de estatuto labo-
ral para el empleo piiblico, por lo que hace al 4mbito intraadministra-
tivo; el de descentralizacién, por lo que respecta al interadministrati-
vo). La eficacia administrativa predicada por el texto constitucional es
la posible o factible en el tipo de Estado por él mismo construido. Es
una eficacia de acuerdo con y en ese Estado, no a pesar del mismo.
Sobre ella no es legitimo, por tanto, intento alguno de «subsanacién»
de supuestos déficits de eficiencia o eficacia imputados a la estructura
y el funcionamiento resultantes de la integracién supranacional o de
la descentralizacién politica y administrativa interna (24). Pues cual-
quier intento en tal sentido habria de reposar sobre un concepto de
eficacia sin cobertura constitucional.

(24) Véanse las consideraciones que, en el mismo sentido, desarrolla W. LEISNER (op. cit.,
pp. 24 y ss.) a propésito de la eficacia, de un lado, y el orden constitucional en general (parti-
cularmente las regulaciones referidas al gobierno, el Tribunal Constitucional y, sobre todo, los
principios de la construccién federal del Estado y de la autonomia local), de otro.
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La situacién a alcanzar a través de la actuacién administrativa es,
mds concretamente atin, aquella en que los referidos intereses genera-
les puedan tenerse por objetivamente servidos, es decir, satisfechos.

La nocién de servicio alude tanto a la vicariedad de la Administra-
cién, en cuanto instancia basicamente heterénoma vinculada a la lega-
lidad (a través de la definicién del interés general, ya examinada), como
a la subordinacién de la misma al Gobierno, que es el aspecto que aho-
ra interesa resaltar. Conforme al articulo 97 de la Constitucién (25), el
Gobierno dirige la Administracién putblica. Esta es, asi, una pieza, y
una pieza dirigida, es decir, subordinada a la directora (el Gobierno)
del poder ejecutivo. La sujecién a tal direccién —que el precepto cons-
titucional citado diferencia perfectamente de la potestad reglamenta-
ria— comprende de suyo, sin necesidad de mayor argumentacién, la
totalidad de la actuacién administrativa. Esta nueva condicién consti-
tucional de la actividad de la Administracién tiene, en lo que aqui im-
porta, dos consecuencias de trascendencia:

1. Supone una especifica vinculacién organica y funcional entre
la Administracién y el Gobierno. De ella no importa ahora tanto su
contenido como el hecho de que necesariamente implica a la Admi-
nistracién en el proceso de definicién politica del interés general.

Por tanto, la Administracién —sujeto responsable del cumplimien-
to del deber de realizacion eficaz del interés general— no se limita a
servir éste una vez heterénomamente definido, sino que interviene, con
diferente intensidad, en la formalizacién normativa del mismo; forma-
lizacién a la que luego ha de quedar vinculada (sin perjuicio de que la
funcién servicial pueda incluir, y de hecho normalmente comprenda,
facultades mis o menos amplias en orden a la concrecién tltima del
interés general). A nadie puede ocultarse que esta doble y simultinea
posicién de la Administracién puede interferir, y la experiencia acre-
dita que lo hace de forma nada despreciable, los términos del cumpli-
miento efectivo del interés general normativamente definido. Y ello en
el caso desde luego de desacuerdo técnico con la formalizacién nor-
mativa, pero también simplemente de la coincidencia temporal de la
persistencia de ésta y el proyecto del cambio de la misma y por la via
tanto de la propia renuencia a tal cumplimiento como de la influencia
sobre el Gobierno para el ejercicio por éste de sus facultades norma-
tivas o de su iniciativa legislativa para la modificacién de la referida

(25) Aunque este precepto se refiera exclusivamente al Gobierno de la nacién, la argu-
mentacién que sobre la base del mismo se desarrolla en el texto es, desde luego, extensible a las
restantes Administraciones territoriales. El sistema de gobierno de las Comunidades Auténomas
se ha articulado por los Estatutos de Autonomia, sin excepcién, y por lo que aqui interesa, re-
produciendo el modelo estatal estricto sentido. Aun reconocida la peculiaridad del sistema de
gobierno y administracién de la Administracién local, estd fuera de toda duda que los érganos
representativos que lo encarnan dirigen igualmente el aparato administrativo local.
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formalizacién del interés general. La posibilidad de semejante intetfe-
rencia en la actuacién eficaz por causa imputable al propio sujeto de
ésta debe entenderse constitucionalmente asumida, por mis que el
principio estudiado contenga la pretensién de que la misma no se pro-
duzca. Hay aqui, por razén del propio estatuto de la Administracién
y de la dindmica misma del sistema, un limite a la efectividad plena
del principio, que debe ser tenido en cuenta a la hora de la evaluacién
de la eficacia administrativa.

2. Intercala entre la formalizacién normativa del interés general
y la actuacién administrativa concreta dirigida a satisfacerlo la direc-
cién gubernamental de ésta; direccién que, por tanto, contribuye a de-
terminar tanto la situacién juridica a alcanzar (los términos de la rea-
lizacién del interés general) como la accién administativa precisa para
su verificacion.

En términos generales, es cierto que la direccién del Gobierno es
una funcién vinculada por el Derecho e incapaz de alterar el estatuto
constitucional de la actividad administrativa que constituye su objeto;
en particular, los principios de objetividad y de sometimiento pleno a
la ley y al Derecho. Pero no es menos cierta la frecuencia del empleo
por las normas de férmulas que otorgan no ya sélo amplios méargenes
de apreciacidn, sino incluso verdaderas facultades discrecionales, a tra-
vés de las cuales la funcién directiva considerada puede jugar un papel
propio (basado, incluso, en criterios de oportunidad) nada desprecia-
ble en la fijacién de los pardmetros relevantes para una actuacién ad-
ministrativa eficaz. Aun prescindiendo de lo anterior, es normal u or-
dinario que la programacién legal de los fines de la actuacién admi-
nistrativa permita e incluso requiera ulteriores precisiones para hacerla
operativa, concretamente las de establecimiento de prioridades y for-
mulacién de objetivos concretos en funcién, entre otros extremos, de
los medios disponibles.

En la medida en que la posibilidad considerada deriva directamen-
te de la previsién constitucional de la funcién directiva del Gobierno,
debe considerarse admitida por el constituyente su eventual incidencia
sobre la eficacia de la actuacién administrativa. En otras palabras, la
eficacia requerida constitucionalmente incorpora este factor, es decir,
se define desde la construccién de la actividad administrativa como di-
rigida por el Gobierno, razén por la que dicha actividad y su resulta-
do no son tampoco enjuiciables 0 mensurables prescindiendo de éste.

La objetividad remite a las nociones doctrinales de «eficacia indi-
ferente» y «neutralidad» de la Administracién. Mas correctamente, po-
dria decirse que la objetividad expresa, en el contexto de la pura ges-
tién técnica de la Administracién en cuanto organizacién finalista, la
idea y el principio formulados —desde la perspectiva de la relevancia
juridica de la accién administrativa— en la expresién «con sometimien-
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to pleno a la ley y al Derecho». El bien juridico de cuya fijacién nor-
mativa se trata no es otro que el de la instrumentalizacién de la Ad-
ministracién en favor del ordenamiento juridico, privandole de toda ca-
pacidad para generar una racionalidad independiente e imponiéndole
como racionalidad propia la juridica (comprensiva de la cientifica o téc-
nica), la de realizacién del Derecho desde y mediante el Derecho (en
la medida en que a éste no es indiferente la correccién o el acierto cien-
tificos o técnicos de las acciones, antes bien otorga valor juridico a las
mismas). De esta suerte, la objetividad, aunque subsumida en la lega-
lidad, puede contar con un espacio especifico, conceptuable como «ra-
cionalidad técnica» o, si se quiere, «racionalidad técnico-juridica». Ne-
gativamente, la objetividad se ofrece como lo contrario a la parciali-
dad y, especialmente, la parcialidad propia del partidismo politico y
de intereses econémicos y, en general, sociales concretos distintos de
los definidos como generales. De ahi, justamente, la previsién consti-
tucional (art. 103.3) de la regulacién por la ley de las garantias para la
imparcialidad de los funcionarios piiblicos, es decir, de los principales
medios personales de la Administracién, en el ejercicio de sus funcio-
nes. Consecuentemente, la objetividad impone a la Administracién
—en su organizacién y accién con incidencia sobre los ciudadanos y
la vida social— la prosecucién exclusivamente de las politicas previa-
mente formalizadas, por las instancias constitucionalmente competen-
tes para ello, en intereses generales, es decir, transformadas en deci-
siones normativas finalistas, asi como la integracién o concrecién su-
cesivas de éstas y su realizacién prictica en los casos concretos «en li-
nea de ejecucién determinada exclusivamente por la racionalidad
técnico-juridicax» (26).

La objetividad no se confunde, por tanto, con la eficacia, ni siquie-
ra tiene por qué coincidir necesariamente con la misma. Como destaca
W. LEISNER (27), esta ultima atiende preferentemente no a la defini-
cién del fin y su correcta consecucién (a cuyo servicio est4 la objetivi-
dad), sino més bien a la realizacién por si misma del fin: se sitda en
el plano de la realidad, del resultado mismo de la accién administra-
tiva, con independencia de la correccién de ésta. La eficacia, en cuan-
to tal, no procura la decisién administrativa mas correcta, sino la que
mayor y mejor utilizacién o explotacién de los medios suponga (ca-
yendo por su propio peso que ésta puede ser incorrecta). Una con-

(26) Se hace aqui, por su expresividad, una utilizacién analégica de la expresién acufiada
para definir el régimen de la ejecucién de los actos administrativos. Por lo que hace al concepto
de racionalidad u objetividad técnico-juridica, véase L. PAREJO ALFONSO, E! concepto del Derecho
administrativo, Ed. Juridica Venezolana, Caracas, 1984, pp. 268 y ss.; donde, al hilo de un en-
sayo de definir los perfiles de }a Administraci6n en e} Estado social y democratico de Derecho,
se aborda la cuestién.

(27) W. LEISNER, 0p. cit., pp. 23 y 24.
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fluencia entre ambos principios sélo puede darse desde el entendimien-
to de la racionalidad a que obliga la objetividad como exigente, dado
el conjunto de tareas y medios administrativos desarrollados en el Es-
tado de hoy, de una causalidad légica que lleve a concluir a partir de
esa situacion sobre el fin y desde éste sobre el medio (28). Pues tal
idea de la objetividad identificaria ésta con una de las especies posi-
bles de la eficacia.

Como quiera que sea, parece evidente que en nuestro ordenamien-
to la prescripcion del servicio de los intereses generales por la Admi-
nistracién con objetividad tiene por finalidad garantizar no tanto la efi-
cacia cuanto la correccién y el acierto de la actuacién. La eficacia ad-
ministrativa que postula la Constitucién no tiene valor por si misma,
es una eficacia que se predica de la actuacién que sea correcta, lo cual
no es —en definitiva— sino una variante de la exigencia mas general
de que la misma se cumpla con sometimiento pleno a la ley y al
Derecho.

2. La articulacién del poder pablico administrativo conforme a una or-
ganizacion creada de acuerdo con la ley; el funcionamiento de ésta
con unos medios personales regidos —en su parte principal— por el
estatuto funcionarial y unos medios materiales sujetos a un régimen
especifico, y su actuacién con arreglo a los principios, junto al de eft-
cacta, de jerarquia, descentralizacion, desconcentracion y coordina-
cién, y a través, en su caso, del procedimiento legalmente de-
terminado

El sujeto al que se imputa el deber de servir los intereses generales
y, por tanto, de realizarlos efectivamente es una organizacién heteré-
noma, no sélo en el crucial aspecto de los fines, sino también en los
de su estructura, medios, funcionamiento y actividad. Esta circunstan-
cia no puede dejar de hacerse sentir sobre el principio de eficacia que
del mismo se predica.

Organizacion

El principio de legalidad, en efecto, juega en nuestra Constitucién -
en las dos esferas administrativas clasicas: la interna o reflexiva y la ex-
terna o de accién sobre la sociedad. Es cierto que en la primera (y por
lo que hace a la organizacién en su sentido mis estricto) la ley formal
desempefia sélo un papel parcial, toda vez que la reserva constitucio-

(28) En este sentido W. LEISNER, op. ¢z, p. 24.
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nal en su favor es relativa («... de acuerdo con la ley», dice el art. 103.2
del texto fundamental) (29), de suerte que abre un amplio espacio a
la norma reglamentaria. Pero también lo es que el papel de la ley es
el fundamental, impidiendo en cualquier caso el fenémeno del Regla-
mento absolutamente independiente (30).

Lo importante de esta heteronomia organizativa, a los efectos que
aqui interesan, es que, sin petjuicio de su vinculacién a la Constitu-
cién, la decisién organizativa correspondiente (la producida por el le-
gislador en sentido formal) goza de una amplisima libertad de confi-
guracién. El orden constitucional a observar se agota, en efecto, prac-
ticamente en los abstractos e, incluso, contradictorios principios esta-
blecidos en los articulo 103 y 106, que componen un marco no exce-
sivamente constrefiidor. Es al legislador competente, pues, al que toca
decidir, en cada caso y teniendo en cuenta y ponderando dichos prin-
cipios (entre ellos el de eficacia), cudl sea la organizacién mis idénea
para servir los intereses generales de que se trate. Esa decision incluye,
por supuesto, no sélo la arquitectura misma de la organizacién, sino
también su naturaleza y posicién en el complejo de los poderes piibli-
cos y sus relaciones con las restantes organizaciones en que éste se tra-
duce. La naturaleza determina el régimen juridico que ha de gobernar
no sélo los procesos organizativos internos, sino también la actividad
externa de la organizacién. Y su insercién en la estructura estatal de-
termina por completo su medio ambiente organizativo y funcional; me-
dio ambiente que, obvio resulta decirlo, condiciona decisivamente el
desarrollo y la vida de la organizacién.

La decisién organizativa determina de forma decisiva, pues, la cons-
truccién de toda nueva unidad administrativa bien como parte inte-
grante del aparato administrativo directo del poder ejecutivo corres-
pondiente (31), bien como entidad instrumental del mismo dotada de

(29) El precepto constitucional se refiere sélo a la Administracién. Como quiera, sin em-
bargo, que el art. 1.491.18 atribuye competencia legislativa al Estado en sentido estricto para es-
tablecer las bases (en sentido material) del régimen juridico de todas las Administraciones pa-
blicas, es claro que la reserva de ley comprende la organizacién de todas ellas. De hecho, este
ltimo precepto constituye el titulo competencial sobre el que se apoya la legislacion basica del
régimen local, uno de cuyos contenidos fundamentales es, precisamente, el disefio de la organi-
zacién cuando menos de los entes locales fundamentales: municipios y provincias (islas).

(30) No es de este lugar el estudio de la posibilidad constitucional de un ejercicio guber-
namental de la potestad reglamentatia de forma independiente (a la ley). El articulo 97 de la Cons-
titucion define dicha potestad de forma auténoma respecto de la funcién ejecutiva y la atribuye
directamente al gobierno (por lo que la atribucién misma no tiene por qué producirse ya caso a
caso por la ley), suministrando, cuando menas, base suficiente para un replanteamiento del sta-
tus questionts actual. La posicién establecida y generalizada es la negadora en principio del re-
glamento independiente: E. GARCIA DE ENTERRIA y T. R. FERNANDEZ, Curso de Derecho adminis-
trativo, Ed. Civitas, 4. ed., Madrid, 1983, vol. 1. Posicién renovadora ha asumido recientemente
J. A. SANTAMARIA PASTOR, Fundamentos de Derecho administrativo, Ed. Ceura, Madrid, 1988,
vol. L,

(31) Lo dicho en el texto vale tanto para las instancias central y autondmicas, como tam-
bién para la local. Aunque en ésta, la Administracién directa —municipal, provincial o insular—
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autonomia funcional, bien como entidad «independiente» (en los mas
diversos grados) articulada o no —total o parcialmente— con férmu-
las de autoorganizacién del sector social correspondiente o simplemen-
te entidad de este ultimo caricter ejerciente de poder piblico por de-
legacién y sujeta a control por la Administracién directa, bien —final-
mente— como entidad totalmente asimilada a las privadas. En el se-
gundo supuesto de estas tres hipdtesis, asi como también, incluso, en
el de las férmulas instrumentales de la primera, la naturaleza juridica
(publica o privada) de la unidad organizativa puede aparecer definiti-
va, a su vez, de formas variadas, dando lugar a la sujecién de aquélla
a regimenes juridicos variados, de mayor o menor pureza, complejidad
o singularidad.

Sobre lo anterior, la decisién organizativa heterénoma fija también,
al definir los 6rganos y sus funciones, la economia de los procesos coo-
perativos internos que hacen de la nueva unidad una verdadera
organizacidn (32).

Importa destacar que la relevancia de este contenido decisional no
se agota en modo alguno en el dmbito estrictamente organizativo; al-
canza desde luego a los fines y a las tareas administrativas. Es induda-
ble, en efecto, que entre la conformacién de la Administracién de cada
uno de los ordenamientos territoriales que componen el del Estado,
globalmente considerado, y de las relaciones funcionales entre todas
las Administraciones, de un lado, y los procesos de definicién y asig-
nacién de potestades y competencias, de otro lado, existe una relacién
de reciproca dependencia, de la que es funcién la menor o mayor
coherencia e integracién del sistema administrativo (en su doble ver-
tiente de complejo de organizaciones y de servicios publicos). Ahora
bien, en el Estado disefado por la Constitucién los dos elementos de
esa relacién aparecen formados desde un especifico equilibrio entre
unidad y diversidad (autonomia) (33), sin que la unidad pueda alcan-

aparece, a diferencia de las de las instancias anteriores, subordinada a un sistema de gobierno
que engloba los érganos «ejecutivo» y «parlamentario» netamente diferenciados en tales otras ins-
tancias, tal circunstancia carece de trascendencia a los efectos que aqui interesan, pues el dato
esencial permanece: la Administracién directa, como tal, estd incardinada, servicialmente, en la
organizacién politica superior de gobierno.

(32) A este respecto, N. ACHTERBERG (Allgemeines Verwaltungsrecht, Ed. C. F. Miiller,
Heidelberg, 1982, pp. 282 y 283) sefiala que la capacidad de accién de la Administracién de-
pende de su organizacién. Los 6rganos monocriticos muestran por lo general una mayor idonei-
dad para la accién que los érganos colegiados. Estos, por contra y por virtud de la ley sociols-
gica de la compensacién de errores en funcién del tamafio de los grupos, ofrecen una mayor ga-
rantia de acierto y correccién. Por ello, eficacia y acierto o cotreccién pueden, en el caso con-
creto, llegar a ser contradictorios, por lo que el titular de la potestad organizatoria debe ponde-
rar y decidir a cuél de los principios en tensién quiere darle, mediante el correspondiente disefio
organizativo, la primacia.

(33) Los dos principios de unidad y autonomia se consagran, significativamente, en el ar-
ticulo 2 de la Constitucién. Es evidente que tales principios inciden y condicionan la organiza-
cidén territorial y la distribucién, asimismo tetritorial, de los poderes en la propia Constitucién.
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zar nunca a una definicién precisa (mas alli de la que efecttia por si
misma la norma fundamental y via interpretacién del modelo por ésta
prefijado en sus lineas esenciales) del sistema global (34); formacién
que no propende precisamente a facilitar la integracién y la coheren-
cia de éste. El principio de eficacia, en razén a su referencia a los fines
de cualquiera y de toda la actuacién administrativa (los intereses ge-
nerales o servicios publicos lato sentido), al reoperar necesariamente
sobre el plano organizativo, constituye uno de los bienes o valores pon-
derables por el legislador para corregir la fragmentacién o disfuncio-
nalidad en la organizacién del sistema administrativo (de cada una de
sus partes y del todo), como ha destacado el Tribunal Constitucional
(STC 27/1987, de 27 de febrero). Pero en la medida en que se trata
de un valor referido exclusivamente al poder publico administrativo y
su rango es igual al de los que, conjuntamente con é€l, definen el esta-
tuto constitucional de éste, ni puede invocarse frente a la economia
del modelo estatal fuera de su 4mbito administrativo propio, ni resulta
legitima la pretensién de hacerlo prevalecer, con caricter general, so-
bre cualesquiera de los otros principios de la actuacién administrativa.
La eficacia administrativa constitucional es, pues, la predicable de una
Administracién en cuya construccién han debido ponderarse, junto
con ella y sin ordenacién jerarquica preestablecida, otros bienes, valo-
res o principios; concretamente los de jerarquia, desconcentracion, des-
centralizacién y coordinacién.

Medios personales y materiales de la organizacién

En el articulo 103.3 de la Constitucién se contiene, como ha esta-
blecido el Tribunal Constitucional (STC de 11 de junio de 1987), una
opcién en favor del modelo funcionarial por que hace a la organiza-
cién del régimen juridico del personal al servicio de las Administracio-
nes publicas, sin perjuicio de la posibilidad de la convivencia de dicho
modelo (respetando la posicién de primacia, definitoria de éste) con

Desde este punto de vista, las competencias atribuidas a las instituciones generales o nacionales
estdn al servicio de la unidad, mientras que las competencias reconocidas a las Comunidades Au-
ténomas y las atribuidas legalmente a las Administraciones locales sirven a la autonomia y, a tra-
vés de ella, a la diversidad.

(34) Asilo ha establecido el Tribunal Constitucional en su sentencia 73/1983, de 5 de agos-
to, relativa al proyecto de Ley Orginica de Armonizacién del Proceso Autonémico; la instancia
central no tiene capacidad para efectuar, m4s alla de lo que le permiten los titulos competencia-
les materiales expresamente otorgados por el texto fundamental, para definir el modelo de Es-
tado construido por éste, pues —en otro caso— se le estarfa permitiendo colocarse en una po-
sicion equivalente a la del poder constituyente. Esta tesis ha vuelto a ser aplicada por el Tribunal
Constitucional con ocasién del fallo sobre los recursos de inconstitucionalidad interpuestos con-
tra la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen local, concretamente al exa-
minar el articulo 5 de la misma (STC de 21 de diciembre de 1989).
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el laboral. Este modelo comporta unas consecuencias bien determina-
das y conocidas; en particular, condiciona la politica de personal, es-
pecialmente en sus aspectos de seleccién, retribucién y gestién. Mas
aun, su fijacién o garantia constitucionales supone, inevitablemente, la
conexién del mas amplio modelo administrativo constitucional con su
imagen histéricamente establecida y decantada, impidiendo toda rup-
tura brusca con la misma.

En lo que ahora importa, es claro que estas determinaciones cons-
titucionales significan una definitiva diferenciacién de la organizacién
administrativa respecto de las organizaciones privadas. Y ello, con in-
dependencia del mayor alcance que pueda darse a la posibilida de evo-
lucién de la imagen institucional consagrada y de los procesos de di-
fuminacion de las fronteras entre lo pablico y lo privado (con claras e
importantes repercusiones en lo organizativo) que propicia el Estado
social. La diferenciacién, incluso, y precisamente en punto a los me-
dios personales que actuin y hacen operativa aquella organizacién pi-
blica, obedece sin duda a la condicién Gltima de la Administracién pa-
blica: organizacién directamente servicial de los intereses generales. La
especifica cualidad del intefes general justifica y fundamenta, pues, la
singularizacién del fenémeno organizativo administrativo, también en
punto a medios personales. Esta singularidad no puede, pues, dejar de
repercutir en la eficacia que se predica de la Administracién publica.
La diferenciacion organizativa que revela la peculiaridad del régimen
juridico de los medios personales encuentra confirmacién en las pre-
visiones constitucionales relativas a los medios materiales. Desde luego
los bienes integrantes del dominio piiblico (tanto natural como artifi-
cial, y con las decisivas consecuencias juridico-econémicas destacadas
por la sentencia del Tribunal Constitucional de 21 de noviembre de
1988), pero también todos los restantes cuya titularidad corresponda
a los poderes publicos, estin sujetos a un régimen juridico especifico,
exorbitante —en mayor o menor medida, en unos u otros extremos—
del Derecho comiin de los bienes: articulo 132 de la Constitucién (aun-
que este precepto se refiere primariamente a los bienes del Estado en
sentido estricto, impone claramente un modelo para los restantes bie-
nes piblicos). Y lo mismo sucede con los medios dinerarios y finan-
cieros, sujetos en su gestién plenamente al régimen que deriva de los
principios de legalidad tributaria, legalidad presupuestaria y control y
fiscalizacién jurisdiccional y parlamentaria: articulos 133, 134, 135 y
136 de la Constitucién (que también fijan un modelo para el conjunto
de la organizacién del Estado).

El principio de eficacia de la actuacién administrativa proclamado
en el articulo 103.1 del texto fundamental en modo alguno puede en-
tenderse establecido al margen y prescindiendo de estas peculiarida-
des organizativas, de clara repercusién en el funcionamiento interno y
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en la actividad ad extra de la Administracién padblica. Consecuente-
mente, no cabe invocarlo para anular, desvirtuar o restringir en cual-
quier otra forma tales peculiaridades y sus exigencias propias, en la me-
dida misma en que éstas traen causa de la singularidad del objeto y
fin de la accién administrativa: el interés general, a cuya realizacién
atiende precisamente el principio de la eficacia. La eficacia pretendida
es, pues, la de la actuacién de la Administracién definida por la Cons-
titucién y no de cualquiera otra que pudiera responder mejor a los re-
querimientos de la eficiencia, en si misma considerada. Pero no por
ello el principio de eficacia deja de desplegar su influencia, a la inver-
sa, sobre la dindmica de las referidas peculiaridades, contrapesando y,
por tanto, evitando los excesos, con repercusién negativa sobre la fun-
cionalidad de la Administracién, a que pudiera conducir el desarrollo
de la légica propia de las mismas. En cualquier caso, lo que mas im-
porta ahora destacar es que la interaccidn entre estas caracteristicas de
la Administracién-organizacién y la eficacia de la actuacién de la mis-
ma supone una ponderacién entre bienes o valores juridicos, que tiene
un tltimo parametro de referencia obligado: la satisfaccién del interés
general.

Observancia del procedimiento legal

Finalmente, la Administracién obligada constitucionalmente a ac-
tuar con eficacia no puede desarrollar su actividad como mejor entien-
da que se alcanza tal objetivo, ha de cumplirla observando desde lue-
go el procedimiento que al efecto le venga establecido por la legalidad
de aplicacién: articulo 105 de la Constitucién. El procedimiento legal
es también, pues, un bien juridico —evidentemente conectado al prin-
cipio superior de Estado de Derecho— no sacrificable en funcién de
la eficacia. Actuacién administrativa eficaz, en sentido constitucional,
sélo puede serlo la que se ha cumplido observando el procedimiento
legalmente sefialado para la misma.

Dado el reparto constitucional de competencias legislativas en esta
materia (art. 149.1.18 de la norma fundamental) y la complejidad del
sistema de fuentes que de la misma resulta (regulacién estatal de las
instituciones definitorias del procedimiento administrativo comin ver-
sus regulaciones procedimentales concretas —estatales, autonémicas e,
incluso, locales— insertas en las ordenaciones sectoriales correspon-
dientes), en la definicién del cauce procedimental de la accién admi-
nistrativa se reproduce el riesgo de disfuncionalidad ya descrito al tra-
tar de la determinacién normativa del interés general, de los fines de
dicha accién, por lo que vale en este punto cuanto alli quedé dicho
respecto a la incidencia de la actualizacién de dicho riesgo sobre la efi-
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cacia de la actuacién administrativa, sin perjuicio de llamar la atencién
sobre la posibilidad de la acumulacién de ambos tipos de disfuncio-
nalidades: supuesto en que dicha actuacién debe producirse en un con-
texto de insuficiencia claridad y precisién en cuanto a los fines y en
cuanto al procedimiento a seguir para cumplirlos.

La relacién dialéctica entre actuacién administrativa eficaz y actua-
cién procedimentalmente correcta no es desconocida para nuestro De-
recho. Est4 presente y perfectamente planteada en la vigente Ley de
Procedimiento Administrativo de 1958: la eficacia, junto con la cele-
ridad y la economia, se predica de toda actuacién administrativa, abs-
traccién hecha del procedimiento concreto (es decir, comprendiendo,
incluso, la organizacién de los procesos de trabajo en los centros y las
dependencias administrativas, de relevancia puramente interna), dan-
do lugar a las determinaciones que se contienen en el titulo III (que
comprende las relativas a la «eficacia» de los actos en que se concrete
aquella actuacién y lleva la denominacién significativa de «Actuacién
administrativa»), y luego la ordenacién del cauce procedimental se es-
tablece separadamente aplicando en la misma los principios previa-
mente establecidos con caricter general para dicha actuacién (titulo VI,
«Procedimiento»). El bien «procedimiento legalmente establecido» no
es contradictorio con, no puede legitimamente contraponerse al de
«eficacia». Ambos deben compatibilizarse: la actuacién eficaz querida
constitucionalmente es la que se desarrolla conforme al procedimiento
fijado al efecto, si bien interpretado y aplicado a la luz, entre otros bie-
nes que sean igualmente pertinentes, justamente de la eficacia.

Aunque en principio pudiera pensarse lo contrario, no existen zo-
nas de la accién administrativa exentas de la tensién entre los dos bie-
nes ahora considerados («procedimiento legal» y «eficacia»). Es cierto
que sélo la accién administrativa derecha y directamente a producir
un efecto juridico (a través de un acto juridico formal) esta sujeta es-
trictamente a un procedimiento plenamente formalizado, pero no lo es
menos que tanto la organizativa de alcance exclusivamente interno,
como la externa denominada «técnica», precisan en nuestro Derecho
actual —para adquirir relevancia juridica (también desde el punto de
vista de la efectividad o eficacia juridica del principio de eficacia)—
su transmutacién en accién administrativa con formalizacién procedi-
mental plena, aparte el hecho de que tampoco puede decirse que se
produzcan de manera absolutamente formal o al margen de cualquier
procedimiento.
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V. AMBITO Y CONTENIDO DEL PRINCIPIO
DE EFICACIA

1. Amplitud del radio de accién y cardcter proteico del contenido
y alcance de la eficacia administrativa

Tal como se encuentra formulado en el articulo 103.1 de la Cons-
titucién el principio de eficacia se refiere a toda actuacién de la Ad-
ministracién publica, tanto la de cada una de las organizaciones que
integran el poder publico administrativo en el Estado autonémico,
como de este mismo en cuanto sistema de organizaciones que se corres-
ponde con el sistema sustantivos de servicios pablicos determinado por
la unidad del orden constitucional. Consecuentemente, la eficacia en
el servicio o realizacion de los intereses generales constituye un impe-
rativo constitucional que opera en los siguientes cuatro 4ambitos:

— El propio de cada accién administrativa concreta, determinada
por un especifico fin o interés general, para postular la efectiva y mas
completa realizacién de éste, en los precisos términos de su definicién
legal.

— El referido a la actuacién de una organizaciéon administrativa
en su conjunto, delimitada por la suma de las potestades-competen-
cias atribuidas a la misma por el ordenamiento y para reclamar que la
misma represente —en su resultado— el mejor cumplimiento posible
de la funcién que a aquella organizacién toque desempefiar como pie-
za de un subsistema administrativo, es decir, de la Administracién pa-
blica correspondiente a uno de los ordenamientos territoriales compo-
nentes del Estado en su totalidad.

— El constituido por la actuacién global de cada una de estas Ad-
ministraciones publicas o subsistemas administrativos equivale a la es-
fera competencial de las mismas y para requerir que dicha actuacién,
como tal, suponga la éptima satisfaccién de los intereses generales
correspondientes.

— El integrado por la actuacién de la suma o el conjunto de todas
las Administraciones publicas, considerados como verdadero sistema
administrativo y para reclamar la realizacién mas plenaria de los inte-
reses generales segtn el orden constitucional por dicha actuacién ad-
ministrativa total.

Aun cuando el principio tenga un contenido tinico, que opera por
igual en estos cuatro ambitos, y éstos —lejos de ser contradictorios en-
tre si— estdn en una estrecha relacién de complementariedad, ningu-
na duda puede caber acerca de que tanto el juego especifico de aquél
en el seno de cada uno de éstos, como el desarrollo inevitable por los
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mismos de una légica propia (que, en la prictica, puede provocar ten-
siones) afiaden al contenido constante de la eficacia concretas signifi-
caciones, cuya relevancia puede llegar hasta suscitar, también en la
practica, contradicciones entre las exigencias que simultineamente de-
rivan del mismo principio para cada uno de los repetidos ambitos. Ello
es asi sencillamente porque el fin de la actuacién administrativa —pa-
rametro de referencia de la eficacia—, aun permaneciendo el mismo,
se considera de cada vez y en cada uno de los d4mbitos considerados
de forma diferente, desde una perspectiva distinta, que va insertando
y, al propio tiempo, relativizando la del inferior 0 mas restringido en
la mas extensa, comprensiva y compleja que es inherente al superior
o mas amplio. El principio de eficacia no es, pues, univoco, justamen-
te por la amplitud y falta de homogeneidad de su 4mbito de aplicacién.

Pero tampoco lo que hasta aqui hemos calificado de contenido pro-
pio o constante del principio tiene una sustancia simple y precisa. En
la ciencia de la Administracién se considera eficiencia o eficacia, en ge-
neral, el grado de efectividad de la gestién técnico-racional o de la ca-
pacidad de prestacién, medido por la relacién tiempo-coste-beneficio;
en el entendido de que todo incremento de dicho grado de efectividad
debe suponer o bien, permaneciendo constantes los medios, el mayor
aumento de los beneficios en el menor tiempo posible, o bien, perma-
neciendo constantes los beneficios, la mayor reduccién de costes en el
menor tiempo posible (35). Si para la determinacién del contenido de
la eficacia como principio juridico se utiliza como referencia —como
parece no sélo posible, sino conveniente— tal definicién, inmediata-
mente surge la relacién con el que, en el Derecho administrativo ale-
man (36), se ha teorizado como principio de oportunidad de la Admi-
nistracion (Zweckmadssigkeit der Verwaltung), contraponiéndolo dialéc-
ticamente al de legalidad de la misma y haciendo coincidir su conte-
nido practicamente con el del concepto de eficacia o eficiencia en la
ciencia administrativa. Esta equivalencia en el contenido permite cons-
truir el principio juridico de oportunidad (en nuestro Derecho, efica-
cia) sobre los siguientes elementos (37):

a) Pertenecientes a la esfera interna o de la organizacién ad-
ministrativa:

— Optimizacién de la relacién medios-fines (concretados los se-
gundos en objetivos) o regla de la eficacia, economia o productividad.

(35) Se utiliza aqui la definicién recogida por N. ACHTERBERG, op. cit., p. 279.

(36) Véase N. ACHTERBERG, op. cit., pp. 282 y ss.

(37) La subsiguiente determinacién de elementos se inspira en el contenido que para
N. ACHTERBERG, op. cit., pp. 282 y ss., tienen los principios de oportunidad (Zweckmissigkeit) y
productividad (Wireschaftlichkeit) de la accién administrativa.
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Eficiencia, economia o productividad no son, en modo alguno, si-
nénimos de ahorro. La regla aqui expresada no significa minimizacién
del gasto, sino optimizacién de éste. El objetivo es, en efecto, la con-
secucién del beneficio o la utilidad mayores, no de la maxima baratura.

— Racionalizacién de la gestién; regla o exigencia que alude a las
vias para la realizacién de la anterior.

'La optimizacién de la relacién medios-objetivos puede conseguir-
se, en efecto, por dos vias: o bien, constantes los objetivos (determi-
nados en funcién de los fines determinados legalmente), mediante la
reduccién de los medios (costes) precisos; o bien, constantes los me-
dios disponibles, mediante el incremento de la efectividad de éstos en
la materializacién de los objetivos.

La racionalizacién de la gestién requiere, asi, la descomposicién
analitica de ésta en medios (articulando la de éstos en tres niveles: es-
tratégico —referido a un entero sector material de la accién adminis-
trativa; por ejemplo, politica de transportes o infraestructuras—; tac-
tico —referido a un programa o conjunto articulado de medidas o pro-
yectos; por ejemplo, plan de carreteras—, y operativo —referido a una
medida o proyecto concretos; por ejemplo, una carretera—) y objeti-
vos (organizando la gestién en funcién de indicadores de consecucién
de éstos u obtencion de resultados, expresados bien en unidades rea-
lizadas —por ejemplo, en kilémetros de carretera ejecutados—, bien
en medidas de efectividad parciales —por ejemplo, indices de reduc-
cién de la siniestralidad en las carreteras o de fluidez del trafico en las
mismas— o globales —por ejemplo, indices de mejora del funciona-
miento de una red de carreteras—), asi como también la sujecién de
Ia misma a una comprobacién permanente, es decir, al anilisis y eva-
luacién de la relacién conseguida entre medios y objetivos. Pero com-
prende igualmente el desarrollo de la gestién sobre la base de la for-
mulaciéon de alternativas, la eleccién entre ellas (a los efectos, justa-
mente, de concretar entre todas las posibles la relacién medios-objeti-
vos escogida) y la consideraciéon de los efectos o consecuencias de tal
eleccién.

b) Pertenecientes a la esfera de la accién externa o sobre la vida
social:

— Adecuacién de la accién administrativa al tiempo, el lugar y las
circunstancias; con diferenciacién de la relativa a las circunstancias en
adecuacién cuantitativa y cualitativa.

— Posibilidad de realizacién o ejecutabilidad de 1a accién.

Este caricter proteico del contenido sustantivo del principio de efi-
cacia luce claramente en nuestra jurisprudencia constitucional, que
—en las contadas ocasiones que ha tenido ocasién para pronunciarse
sobre él o manejarlo al servicio de la fundamentacién de sus pronun-
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ciamientos— le ha reconocido virtualidades distintas. En efecto:

a) LaSTC 22/1984, de 17 de febrero (FJ 4) reconoce abiertamen-
te que el principio de eficacia es susceptible de diversas concreciones,
correspondiendo al legislador ordinario (con amplia libertad de confi-
guracién) la eleccién entre las mismas, «...la decisién... respecto a
aquellas normas, medios o instrumentos en que se concrete la consa-
gracién de la eficacia».

b) Lamisma sentencia (F] 4) sefiala que entre las concreciones po-
sibles del principio de eficacia estd desde luego la atribucién a la Ad-
ministracién de «... la potestad de autotutela o de autoejecucién prac-
ticable genéricamente por cualquier Administracién publica...».

Es ésta una deduccioén correcta, aunque tibia, de las consecuencias
del principio de eficacia en el 4mbito del régimen juridico de las Ad-
ministraciones publicas, es decir, del sujeto obligado a actuar eficaz-
mente. Pues si, como es claro y confirma la STC 178/1989, de 2 de
noviembre, la eficacia es principio conectado al superior de Estado so-
cial, demandante de la existencia de unas Administraciones publicas
capaces de cumplir los valores y los principios consagrados constitu-
cionalmente, y, por tanto, presupone e implica la capacidad de tales
Administraciones para —por si mismas y en cuanto poderes publi-
cos— realizar el interés general, es decir, también para imponer su ma-
terializacién en caso de necesidad del vencimiento de obsticulos o vo-
luntades opuestas a la misma, forzoso resulta concluir que, en nuestro
ordenamiento, la autotutela administrativa no es que sea una posibili-
dad legitima, es que es una consecuencia l6gica, si no obligada, del mo-
delo de Estado constitucionalizado.

¢) Por su parte, la STC 178/1989, de 2 de noviembre (FJ 3), an-
tes citada, sobre concluir de la proclamacién del principio de eficacia
para toda la actuacién administrativa, sin mds, la extensién del mismo
a «... lo que es previo a la actividad administrativa, la “organizacién”
y, en consecuencia, el aparato burocritico o, dicho de otro modo, el
régimen de la funcién publica, entendida ésta en sentido amplio», afir-
ma que dicho principio puede y debe ser tenido en cuenta —junto con
los especificamente consignados en el niimero 3 del articulo 103 del
texto fundamental y aun otros— por el legislador a la hora de disefiar
el régimen de la funcién piiblica, siendo capaz de justificar por su cuen-
ta (por su conexién con la exigencia de profesionalidad de los servi-
cios piblicos y con independencia del mas especifico principio de la
imparcialidad) la articulacién de dicho régimen sobre los criterios de
«incompatibilidad econémica», «dedicacién a un solo puesto de tra-
bajo» e, incluso, «dedicacién exclusiva».

Asi pues, la determinacién del contenido del principio juridico de
la eficacia, aunque verificable en abstracto por relacién la exigencia
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(en términos de verdadero deber juridico) de realizacién efectiva por
la Administracién del interés general, tropieza, cuando se trata de al-
canzar una mayor concrecion, con las dificultades que a la misma opo-
nen la amplitud misma del radio de accién del principio, la peculiari-
dad del parametro de referencia del deber (el interés general), la sin-
gularidad y complejidad del estatuto del sujeto al que éste se imputa
y, por tltimo (aunque no en dltimo lugar en importancia), la enorme
heterogeneidad —en su forma, sustancia y objeto— de la actividad a
desarrollar por dicho sujeto. Todas estas circunstancias, al propio tiem-
po que explican la ductilidad del principio para cristalizar la compo-
sicién de bienes juridicos y, por tanto, la solucién mas adecuada en
cada caso a su exigencia Gltima de realizacion efectiva del interés ge-
neral, justifica la amplia libertad concedida constitucionalmente en pri-
mer término al legislador ordinario para concretar su alcance y
exigencias.

En la medida en que la eficacia se refiere por la Constitucién a la
actuacién administrativa, esta ultima comprobacién lleva de la mano a
interrogarse sobre las posibilidades de una mayor concrecién del con-
tenido y alcance del principio, siquiera sea fijando distintas «catego-
rias de eficacia», en funcién de la necesaria diferenciacién de las prin-
cipales formas que reviste o adopta la actividad de la Administracién:
actividad como poder o de imperium, actividad de gestién econémi-
co-patrimonial y de agente econémico y actividad prestacional. Es jus-
tamente el camino ensayado en Alemania por W. LEISNER (38).

2. Administracion de cardcter o de contenido econémicos (actividades
de gestion patrimonial y econémico-financiera de los medios de la
propia Administracion y de intervencién en la vida social econémica
en calidad de mero agente de la misma) y eficacia

Por su misma naturaleza este tipo de actividad de la Administra-
cién es la que ha estado mas penetrada por preocupaciones ligadas a
la eficiencia, economia y productividad; en definitiva, a la racionalidad
técnica de la gestién. En el caso de la actividad estrictamente econé-
mica, es decir, la realizada como resultado de la decisién de intervenir
en la vida econémica en calidad de un agente mas de la misma (sector
publico), a lo anterior se suma el dato de la exencién del Derecho pu-
blico y, por tanto, la menor densidad de regulacién a que queda sujeta
la actividad. De todas formas, la razén esencial de la mayor penetra-
cién en este campo de la idea de la eficacia o eficiencia radica, sin

(38) Asi procede W. LEISNER en su Estudio de la eficacia estatal en el Derecho alemdin,
op. cit., pp. 31y ss.
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duda, en el dato de que en él es absolutamente clara y estd en primer
plano, en cualquier caso en mucha mayor medida que en cualquier
otro campo o forma de actividad de la Administracién, la relacién me- -
dios-objetivos/fines (39). Tanto en la gestién econémico-financiera o
patrimonial de los medios de la Administracién publica, como en las
de las empresas del sector piblico econémico, de lo que se trata pri-
mordialmente es justamente de sacar el maximo rendimiento a los re-
cursos disponibles, de utilizarlos de la forma mas productiva y til.
Aqui el contenido practico y real de la eficacia coincide enteramente
con el atribuido al principio por la ciencia de la Administracién.

No es, por lo tanto, casual que en nuestro Ordenamiento Juridico-
Administrativo sea la regulacién de la gestién econémico-financiera la
que, ademas de contener una previsién normativa mas densa y acaba-
da de la eficacia, ha logrado una mayor aplicacién efectiva de tal
prevision.

La Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958,
en efecto, contiene tan s6lo unas pocas e inconcretas determinaciones
a este respecto —nicas, por otra parte, que alcanzan con este objeto
y caricter general a toda la actuacién administrativa—, siendo aprecia-
cién generalizada la escasa incidencia que han tenido en la praxis real
de la Administracién.

Por contra, la Ley 11/1977, de 4 de enero, General Presupuesta-
ria, dispone en su articulo 17.2 la preceptividad del control de eficacia
del funcionamiento de la Hacienda publica (control que ha sido pre-
cisado por la disposicién adicional 15 de la Ley 44/1983, de 28 de di-
ciembre, y desarrollado por el Real Decreto 1124/1978, de 12 de mayo)
y —mas recientemente— la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, regula-
dora de las Haciendas locales, impone dicho control de eficacia tam-
bién a estas Haciendas en su articulo 202. La doble circunstancia de
quedar situado este especifico control en el marco mas amplio del fi-
nanciero tradicional y contar éste con un Servicio con personal espe-
cializado en la funcién interventora, explica suficientemente que, con
todas las dificultades e insuficiencias que se quiera, estas otras previ-
siones no permanezcan en el plano de las puras proclamaciones.

Estas altimas normas definen el control de eficacia como «andlisis
del coste de funcionamiento y del rendimiento o utilidad de los res-
pectivos servicios o inversiones, asi como del cumplimiento de los ob-
jetivos de los correspondientes programas» (art. 17.2 de la Ley Gene-
ral Presupuestaria), o como «comprobacién periédica del grado de
cumplimiento de los objetivos, asi como el analisis del coste del fun-
cionamiento y del rendimiento de los respectivos servicios e inversio-
nes» (art. 202 de la Ley de Haciendas Locales). Este dato normativo

(39) En este sentido, W. LEISNER, op. cit., p. 31.

DA-1989, nims. 218-219. LUCIANO PAREJO ALFONSO. La eficacia como principio juridico de la ...



DA-1989, nims. 218-219. LUCIANO PAREJO ALFONSO. La eficacia como principio juridico de la ...

56 Luciano Parejo Alfonso

ratifica que aqui el centro de interés es idéntico al propio de la pro-
ductividad de la economia privada, radica exclusivamente en la opti-
mizacién de la relacién medios-objetivos, la méxima utilidad en sf mis-
ma de los recursos, sin que se extienda igualmente a la satisfaccién ade-
cuada del fin (a través del o de los objetivos en que éste se haya con-
cretado). No puede sorprender, por tanto, que la Ley 44/1983, de 28
de diciembre, haya autorizado a recabar la colaboracién de empresas
privadas de auditoria para la realizaciéon del control financiero y, por
tanto, el de eficacia del sector publico. A la misma preocupacién res-
ponde —esta vez en el dmbito de la gestion de los medios persona-
les— la determinacién contenida en el articulo 90.1 de la Ley 7/1985,
reguladora de las bases de régimen local, respecto a la elaboracién de
las plantillas de puestos de trabajo de los entes locales; es significativo,
por ello, que enuncie los principios de racionalidad, economia y efi-
ciencia (y no eficacia). En todo caso, debe resaltarse cémo por esta via
se ha introducido en nuestro Ordenamiento Juridico- Administrativo si-
quiera sea la previsién (otra cosa es la realidad practica) de la gestién
con las técnicas de formulacién y evaluacién de alternativas, fijacién
de programas, objetivos y medios, y seguimiento y evaluacién de
resultados.

Por ello, puede decirse con W. LEISNER (40) que en este tipo de
control de eficacia lo esencial no es la conclusién ni desde los medios
sobre los objetivos, ni a la inversa, sino, pura y simplemente, la maxi-
ma explotacién de los medios, resultando de ellos dos posibles
situaciones: '

a) El objetivo estd dado: a la eficacia postulada basta con que se
consiga con el minimo de medios o recursos.

b) El objetivo estd determinado de forma sélo general (por ejem-
plo, la produccién de determinados servicios o bienes), faltando toda
precisién mis concreta del resultado a alcanzar (en cantidad o cali-
dad), pero se encuentran dados los medios: la eficacia determina en
este caso los objetivos, puesto que parte del presupuesto de que la efi-
ciencia en la utilizacién de los medios concreta los objetivos a alcanzar.

En ambos casos el objeto de la eficacia consiste en la pura optimi-
zacién de la relacién medios-objetivos (la Gnica diferencia radica en el
factor variable: en el primero, los medios; en el segundo, los objeti-
vos). Lo importante es que esta optimizacién presupone la posibilidad
misma de una comparacién con otras relaciones de medios-objetivos
similares, que permita la definicién de pardmetros o indicadores de me-
dida de la eficacia. Esta posibilidad, en el caso de la actividad admi-
nistrativa (de cardcter o contenido econémicos) estudiada, viene dada

(40) W. LEISNER, 0p. at., p. 32.
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por su similitud con la actividad econémica privada, que se rige por
el principio de competencia; principio que, por si mismo, permite una
comparacién general entre actividades con idéntico objeto. Y aun cuan-
do no se diera respecto de especificos procesos, por no tener éstos equi-
valente exacto en el sector privado, siempre es posible la analogia o,
en ultimo término, la verificacion de la comparacién en el seno mismo
del sector publico, dadas las dimensiones de éste. Es clara, pues, la cau-
sa del mayor arraigo —siquiera sea en alguna de sus manifestaciones—
del principio de eficacia en el ambito de la actividad administrativa de
caricter o contenido econémicos.

El objeto a que se contrae la eficacia formalizada por la normativa
econémico-financiera estudiada evidencia, sin embargo, que se estd en
presencia de una concrecién parcial y especifica del principio consti-
tucional, que en modo alguno agota el contenido propio de éste, tal
como el mismo ha quedado antes establecido.

3. Administracion prestacional y eficacta

La implantacién en nuestro Derecho del control de eficacia para
la entera actividad de gestién econémico-financiera de la Hacienda pu-
blica, del sector publico, plantea inmediatamente la cuestién de su ope-
ratividad en el dmbito cercano de la actividad administrativa pres-
tacional.

No es en absoluto infrecuente que en este nuevo campo las nor-
mas fijen estdindares mas o menos precisos de la actuacién administra-
tiva, que son actuables por los ciudadanos destinatarios de las presta-
ciones o de los servicios. En el 4mbito de la Administracién local ello
es especialmente claro, incluso ya a nivel legal. Conforme a la Ley
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen local, los
Municipios (art. 26) deben prestar obligatoriamente y de forma «ade-
cuada» (por si, asociados con otros y/o con la asistencia de la corres-
pondiente Diputacién) determinados servicios publicos, de suerte que
el establecimiento y la prestacién de éstos —asi como también, desde
luego, su utilizacibn— constituye un derecho subjetivo reconocido
como tal a los vecinos del respectivo Municipio [art. 18.1.c) y g)]. Si
puede asi hablarse, pues, de la exigencia legal de una especifica efica-
cia prestacional, debe plantearse la pregunta de cual sea el contenido
concreto de ésta y, mis concretamente, si es o no idéntico al propio
de la eficacia determinada desde la perspectiva econémico-financiera,
es decir, si en la Administracién prestacional cabe también reducir la
eficacia a su vertiente de simple eficiencia econémica.
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Como para el caso del Derecho alemin constata W. LEISNER (41),
de la exigencia legal general de eficacia prestacional no cabe deducir
consecuencias operativas para el entero campo de la Administracién
ahora considerada. Incluso si nos circunscribimos a la Administracion
local, en la que dicha exigencia aparece —como acabamos de ver—
normativamente precisada, la conclusién no varia. Cierto que los Mu-
nicipios tienen el deber legal de establecer y prestar de forma adecua-
da determinados setvicios, pero de ello no se deriva nada concreto en
cuanto a la forma de la prestacidn, la cantidad y la calidad de ésta y
los recursos y los medios a emplear en la misma. Téngase en cuenta
que, de acuerdo con la propia legislacién de régimen local, los Muni-
cipios cuentan con una amplia libertad para ponderar las necesidades
de la colectividad, establecer prioridades, elegir la forma de gestién y
definir las condiciones técnicas y econémicas de prestacion del corres-
pondiente servicio publico. Resulta, pues, imposible inferir del deber
legal de prestacion adecuada de los servicios municipales obligatorios
un concepto operativo de eficacia que valga para toda la Administra-
cién municipal.

En cualquier caso, parece claro que aquel deber legal implica por
lo menos la versién de la eficacia que rige para la Administracién de
caricter o contenido econémico. Pues también aqui la actividad admi-
nistrativa no se distingue sustancialmente, por su objeto, de la activi-
dad privada. Por ello mismo, la legislacién de régimen local permite
con caricter general —salvo para los que impliquen ejercicio de auto-
ridad (art. 85.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril)— la gestién indirecta,
es decir, por intermedio de un empresario privado o, al menos, en co-
laboracion con la iniciativa privada, de los servicios publicos. Idéntica
posibilidad existe para los servicios ptblicos estatales y autonémicos,
aunque para los mismos falte una regla general analoga. Por lo demis,
en la prestacién de servicios pablicos se trata desde luego —sin per-
juicio de otras consideraciones— de lograr, con el minimo de medios,
el maximo de beneficio o utilidad prestacional. En ella, la optimiza-
cién de la relacién medios-objetivos es, pues, esencial en todo caso. Y
ello aunque la obtencién de medios o recursos no se rija por la légica
de la economia privada (descanse, por ejemplo, en subvenciones o
transferencias de dinero publico) o los objetivos no sean traducibles a
medida econémica (consistan, por ejemplo, en prestaciones sociales),
porque la gestién de los primeros es articulable —prescindiendo de su
origen— en términos de eficiencia y economia y los objetivos siempre
pueden incrementarse sobre la base de un mayor rendimiento de los
medios. Consecuentemente, se dan las condiciones de variabilidad y
de posibilidad de fijacién de criterios de medida o valoracién, via com-

(41) 'W. LEISNER, op. cit,, p. 33.
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paracién (aunque ciertamente en el marco de las especiales condicio-
nes derivadas de la condicién de «servicio publico» de la actividad),
imprescindibles para la aplicacién de la légica propia de la eficacia en
su formulacién como eficiencia econdmica o productividad.

Es evidente, sin embargo, que en la Administracién prestacional la
eficacia no se agota en modo alguno en la expresada eficiencia. En los
servicios publicos y, en general, las prestaciones sociales a que est4 obli-
gada la Administracién, no basta con que la actuacién de ésta respon-
da a la optimizacién de la relacién medios-objetivos, pues éste es sélo
uno de los fines —y no necesariamente el mas importante— a los que
legalmente sirve. Junto a él aparecen normalmente fines sustantivos o
cualitativos, incorporados a la definicién del interés general a satisfa-
cer (por ejemplo, la seguridad del trafico en la construccién de carre-
teras; la calidad de la ensefianza y la garantia del acceso a la misma a
los més desfavorecidos en la construccién de escuelas o en la politica
de becas; la solidaridad interterritorial y la mas justa distribucion de
la riqueza en la realizacién de infraestructuras); fines éstos que, por su
propia condicién, carecen de la flexibilidad necesaria para proporcio-
nar campo suficiente al juego de las técnicas propias de la eficiencia o
productividad. La Administracién debe, sin mds, alcanzar su realiza-
cién, tal como se encuentran determinados legalmente. La eficacia in-
cluye aqui un mandato incondicionado de materializacién, que supera
y rebasa ampliamente la 16gica de la simple eficiencia. Ello no signifi-
ca, empero, que ésta no continiie teniendo una especifica y limitada
funcionalidad: la de procurar esa materializacién inexcusable de los fi-
nes en que se traduce la definicion legal del interés general con el mi-
nimo coste, es decir, con empleo del menor volumen posible de me-
dios o recursos (0 maximo rendimiento de éstos). Y aun asi, el des-
pliegue de tal funcionalidad es problemitico, porque no siempre el in-
terés general aparece clara y precisamente determinado y, sobre ello,
se ofrece ordinariamente en un marco de concurrencia con otros mu-
chos simultineamente establecidos por el legislador.

La dificultad principal, no obstante, y como destaca W. LEIs-
NER (42), para la desembarazada aplicacién en la Administracién pres-
tacional de la versién «eficiencia» de la eficacia radica, sin duda, en la
importancia en ella de la componente sustantiva del interés general o
publico, que es —por definicién y como ya nos consta— diferente de
los fines propios del modelo de la actividad econémica privada (ori-
gen y fuente de inspiracion de la eficiencia), lo que impide de suyo cual-
quier clase de comparacién entre uno y otros. Esa componente sustan-
tiva del interés general expresa, en efecto, la formalizacién normativa
de decisiones politicas propias del Estado-poder, cuyas condiciones de

(42) W. LEISNER, op. cit,, p. 35.
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ejecucién y realizacién no son legitimamente manipulables mediante la
fijacién de objetivos basados en la pura y simple economia y produc-
tividad. Y, siendo esto asi, se hace imposible cualquier fiable determi-
nacién del 6ptimo que sirve de referencia a la eficiencia y constituye
presupuesto para la operatividad de la misma. Se llega asi, y en el cam-
po de la Administracién prestacional, al problema nuclear que plantea
la eficacia en la Administracién de imperium o de autoridad. Precisa-
mente para huir del mismo no es en absoluto infrecuente que la pro-
gramacion legal de la Administracion prestacional deje en cierta inde-
terminacién —en perjuicio del principio de legalidad propio del Esta-
do de Derecho— la definicién del interés general a realizar (debilitan-
do el deber de su materializacién por relacién a la disposicién de me-
dios o recursos) o, en su caso o bien ademds, articule dicha Adminis-
tracién con formas de Derecho privado o someta a éste su actividad.
Por una u otra via se consigue el efecto deseado, que no es otro que
la combinacién —en dosis variables y con la consiguiente confusién o
incidencia sobre la plena eficacia— entre inexcusable realizacién del
interés general y gestion de la actuacion precisa conforme a los crite-
rios de la eficiencia o productividad.

4. Administracién de imperium o autoridad y eficacia

Es ésta, la Administracién tradicional, el arquetipo mismo de Ad-
ministracién del que parte la Constitucién a la hora de establecer el
estatuto de la misma y, por tanto, el principio de eficacia para su ac-
tuacién. Es la Administracién no tanto productora como realizadora
de la efectividad del Derecho. En el Estado social de Derecho, esta Ad-
ministracion esti legalmente programada para ese fin, incluso cuando
se le otorga un margen de apreciacién o una determinada dis-
crecionalidad.

Justamente por tal razén, en la actuacién que es propia de este tipo
de Administracién lo determinante son los fines, no los medios; &stos
deben adecuarse y disponerse segin aquéllos. Asi lo acreditan las re-
glas tradicionales en el Derecho de la politica del orden y la seguri-
dad: necesidad, idoneidad y propotcionalidad de los medios em-
pleados (43).

La idea central que gobierna por completo la actuacién adminis-
trativa es la de la necesidad juridica del cumplimiento del fin. Por tan-
to, lo decisivo en este campo nunca puede ser el mayor aprovecha-
miento o el mejor rendimiento de los medios o los recursos, por serlo
la realizacién o materializacién del interés general, del fin inherente a

{43) En este sentido W. LEISNER, op. cit., p. 37.
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las potestades administrativas, en términos de complitud, correccién y
prontitud. Es, pues, un campo requirente de la plena eficacia, tal como
la consagra el articulo 103.1.

Planteada asi, la eficacia ya no es (s6lo) una cuestién de optimiza-
cién del empleo de los medios, sino de resultado de la actuacién y, con-
secuentemente, de materializacién del fin, del interés general. Se trata
de una eficacia obviamente desconocida y ajena para la actividad eco-
némica privada. No es que a la misma no interesen los medios (éstos
siempre estan vinculados a los fines), sino que desde éstos se decide
sobre aquéllos y no a la inversa: como quiera que lo importante es el
resultado de la actuacién administrativa y no ésta misma, una vez pre-
cisado el fin (el interés general, la situacién juridica que debe alcan-
zarse), se determinan los medios con arreglo al criterio de la necesidad.

A esta eficacia ni le basta ni le sirve la que s6lo postula eficiencia,
productividad o rendimiento (sobre la base de la optimizacién de la
relacién medios-fines), tomada del modelo elaborado para la actividad
econémica privada. Su consistencia en la materializacién misma de la
situacién juridica expresada en la definicién legal del interés general o
publico supone su singularidad y la consecuente exigencia de la ela-
boracién de criterios especificos de valoracién y medida, propios de
la cultura del sector piblico. Es ésta una tarea que est4 ain por hacer
y con la que la doctrina juridico-administrativa, como la ciencia de la
Administracién, pero fundamentalmente esta wltima, tienen contraida,
en nuestro sistema, una deuda ya vencida.

Lo dicho no significa que en este tipo de Administracién no jue-
gue algan papel la manifestacion parcial o particular de la eficacia que
venimos calificando como eficiencia o productividad. Puede cumplir
una funcién tanto en el caso de programacién precisa de los fines (para
el logro de un mayor rendimiento en el empleo de los medios) como
en el de relativa indeterminacién o flexibilidad de los fines (la remi-
sién a las posibilidades de realizacién que resulten de los medios da-
dos, implicita en este supuesto, permite, en efecto, una cierta manipu-
lacién de los fines operando sobre los medios).

Es obvio que la Administracién debe procurar siempre —estando
bien predeterminados los fines de su accién— la produccién del maxi-
mo beneficio, utilidad o resultado con el minimo de recursos o me-
dios. Siempre que esta regla no se degrade a la condicién de maxima
de simple ahorro (contradictoria ésta totalmente con el principio de efi-
cacia, en la medida en que atiende sélo a la minimizacién del coste,
sin consideracién de su incidencia en la consecucién de los fines), pue-
de y debe considerarse de vigencia general —como luce, segiin hemos
comprobado, en la legislacién reguladora de la actividad de gestién
econdémico-financiera—. Si bien cabe afirmar con verdad que la accién
del poder publico administrativo no atiende siempre al criterio de ren-
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tabilidad, tal aseveracién alude mas bien —como advierte W. LEIs-
NER (44)— a la dificultad de la determinacién de un criterio véalido para

. ésta en el ambito del sector publico; dificultad que obedece a la im-
practicabilidad de la traslacion a éste del propio del sector privado por
razén de la implicacién aqui del interés general o publico, factor ajeno
—por definicién— a la actividad privada.

Mais claramente juega la eficiencia en el caso, absolutamente fre-
cuente, en que es mdas precisa la definicién de los medios que la de
los fines. En efecto, si bien no es inusual que el interés general a rea-
lizar esté programado de forma muy genérica e imprecisa (por ejem-
plo, los de la defensa nacional, el orden publico y la seguridad, la do-
tacion en infraestructuras, transportes 0 comunicaciones, etc.), es con-
sustancial al Estado democritico de Derecho la predeterminacion exac-
ta —sobre la base del principio de legalidad presupuestaria— de los
medios disponibles para la satisfaccion de dicho interés general. Esta
descompensacion en el grado de determinacién de los dos polos de la
relacion medios-fines conduce derechamente a una imparable tenden-
cia a la concrecién de los fines desde la disponibilidad de medios. Por
ello, W. LEISNER (45) apunta que el Estado presupuestario estd en con-
tradiccién con el Estado de Derecho, pues cuando una de las magni-
tudes en tensién (los medios) estd tan rigidamente fijada, la otra (los
fines) tiene que ser forzosamente variable, si es que ha de existir algu-
na diferencia entre mala y buena Administracién. La experiencia de-
muestra que realmente asi sucede en la praxis: gran parte de los fines
estatales y, mas concretamente, administrativos se realizan sélo en la
medida y con la intensidad que permiten los recutrsos presupuestarios.

Esta comprobacion, que vale desde luego para las Administracio-
nes econdémica y prestacional, vale igualmente para la de autoridad o
imperium. En ella radica la problematicidad de la construccién de de-
rechos subjetivos a una concreta actividad administrativa, como por
ejemplo la de proteccién de la seguridad de personas y bienes: el de-
recho a la actuacién eficaz de la policia contiene la implicita reserva
de la disponibilidad de medios suficientes; e incluso, y como es bien
sabido, cuando esa accién consiste en el pago de una cantidad debida.
Pero justamente esta estructura del funcionamiento estatal real coloca
en un primer plano la utilizacién éptima de los recursos o medios y,
con ella, esa forma de eficacia en que consiste la eficiencia.

La aplicacién al tipo de Administracién considerada (como por de-
mids a los restantes, en la medida en que su actividad no sea equipa-
rable a la del sector privado) de los criterios propios de la eficiencia
depende también, por tanto, bisicamente de la posibilidad de la ela-

(44) W. LEISNER, op. cit., p. 49.
(45) W. LEISNER, op. cit., p. 52.
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boracién de parimetros de valoracién o medida especificos de la «cul-
tura» del sector piblico (via comparacién entre actividades propias de
éste). Como esta elaboracién requiere inexcusablemente, como ya sa-
bemos, de la comparacién entre actividades, tropieza con la enorme
dificultad que deriva de la heterogeneidad de los fines, es decir, de los
intereses generales a los que debe servir la Administracién, solo salva-
ble muy imperfectamente por el procedimiento de la comparacién de
actividades dirigidas a idéntico o similar fin de distintas Administra-
ciones. La tinica solucién practicable reside (46) en la descomposicién
de la relacién global entre un fin o interés general determinado y los
medios vinculados a su realizacién en una pluralidad de relaciones mis
acotadas, por desagregacion de aquel fin y de los correspondientes me-
dios. De esta suerte se constituyen relaciones medios-fines de mas facil
comparacién ya, bien en el seno del sector publico, bien incluso con
actividades homélogas del sector privado. Este es, de otro lado, el
modo de proceder en este dltimo, al que no interesa tanto la compa-
racién de resultados globales de la produccién cuanto de concretos y
determinados procesos productivos.

5. La imposibilidad légica y juridica de la eficacia total de la actuacion
administrativa en su conjunto (la de todas las Administraciones
ptiblicas, con relacién a todos los fines asignados a las mismas)

El principio de eficacia proclamado en el articulo 103.1 de la Cons-
titucién implica, en Gltimo término, la necesidad juridica de la realiza-
cién, en cada momento histérico, de la situacién consistente en la ple-
na, satisfactoria y coherente efectividad del interés general, entendido
como sintesis de la pluralidad de concretos intereses, valores o bienes
protegidos simultineamente por la comunidad juridica y encomenda-
dos precisamente al poder puiblico administrativo. Pero de esta exigen-
cia médxima y tltima inherente al principio y al deber que deriva del
mismo no es predicable, en sentido estricto, verdadera eficacia juridi-
ca. En ella encuentran ambos, por imposibilidad légica y juridica, el
limite a su respectiva virtualidad asimismo juridica. Pues tiene razén
en este punto W. LEISNER (47), cuando llama la atencién sobre la im-
posibilidad de una eficacia estatal total en el Estado de Derecho, en la
medida en que éste excluye la eficacia a cualquier coste o con inde-
pendencia del sacrificio que implique. Siguiendo en lo sustancial a di-
cho autor, el orden propio del Estado de Derecho excluye tal eficacia
por las siguientes convincentes razones:

{46) En este sentido W. LEISNER, o0p. cit., p. 50.
(47) W. LEISNER, op. cit.,, pp. 44 y ss.
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a) La posibilidad de una eficacia completa, en todos los sentidos,
presupone la perfecta y precisa definicién, en todos los casos, del in-
terés general, es decir, de los fines a los que sitve la actuacién admi-
nistrativa, de suerte tal que —ya desde la definicién o programacién
legal de los mismos— sea factible la determinacién exacta de la acti-
vidad, de la accién requerida para su satisfaccién o realizacién. Es ob-
vio que este presupuesto no se da en la realidad: la absoluta mayoria
de los intereses generales, de los fines administrativos aparece fijada
s6lo de forma mas o menos indeterminada (permisiva, en todo caso,
de variaciones tanto en la cantidad, como en la calidad); es rigurosa-
mente excepcional la definicién legal que prefigure en todos sus ex-
tremos y detalles la accién de la Administracién.

b) Aun en la hipétesis, dificilmente imaginable, de determinacién
suficientemente precisa de los intereses generales, la posibilidad de la
eficacia plena requeriria inexcusablemente la independizacién de to-
dos y cada uno de ellos, como condicién para su materializacién efec-
tiva sin interferencias reciprocas. Lo cierto es, sin embargo, que los in-
tereses generales no se producen ni operan de forma independiente
unos de otros, sino justamente formando un conjunto constituido por
indisolubles relaciones entre los mismos: una verdadera y compleja es-
tructura. De ahi que la realizacién intensiva y plena de unos deba ha-
cerse necesariamente a costa 0 con mayor o menor perjuicio de la de
otros. Justamente por ello, la actuacién administrativa incorpora como
uno de sus elementos constitutivos la permanente y continuada pon-
deracién entre intereses, bienes y valores juridicos para su armoniza-
cién en una solucién que resuelva, en el caso concreto, la complejidad
de la estructura que éstos componen. Para la eficacia plena de dicha
actuacion seria precisa la existencia de una jerarquia, de un orden de
prioridades entre los intereses generales, que no es posible. Su ausen-
cia es la que facilita, en Gltimo término, soporte y razén de ser de la
Administracién piblica misma.

¢) En toda programaci6n finalista de la Administracion estd im-
plicita (por virtud del art. 9.3 de la Constitucién) la interdiccién del
ejercicio arbitrario del poder, que incluye la regla y el mandato de la
proporcionalidad entre medios y fines; proporcionalidad que, a su vez,
excluye la consecucién de la eficacia a cualquier precio. Asi pues, aun-
que la habilitacién legal de una intervencién del poder pablico admi-
nistrativo suponga la necesidad juridica del sacrificio de determinados
bienes o posiciones de los ciudadanos, este dGltimo sélo podra ser con-
siderado legitimo cuando —ademés— guarde la adecuada proporcién
con el fin perseguido. La justificacién radica en el dato de que toda
accién administrativa debe, en nuestra Constitucién, perseguir simul-
tineamente el fin especifico en cada caso establecido y el general de
la garantia de la libertad y de la seguridad. Lo propio del Estado so-
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cial de Derecho es que los fines de la Administracién se ofrezcan a la
misma imbricados entre si, formando incluso parejas de bienes, valo-
res o intereses contradictorios entre si y precisados de una especifica
armonizacion.

En definitiva, la interdiccién de la arbitrariedad excluye una sobre-
valoracién de la eficacia que lleve a fundamentar en ella misma cual-
quier accién administrativa que conduzca al resultado legalmente pro-
gramado e impone la ponderacién de aquélla en relacién con los otros
bienes juridicos que se hagan presentes. Concretamente, en las rela-
ciones Administracién-ciudadano es basicamente el bien de la libertad
en la seguridad, y en las relaciones entre las Administraciones territo-
riales es el bien de la autonomia el que demanda la previa y precisa
determinacién legal no sélo del interés piblico que habilita la accién
administrativa, sino también del concreto medio utilizado por la mis-
ma para realizar dicho interés.
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